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En las últimas décadas hemos sido testigos que las sociedades actuales han venido  
evolucionado y se ha producido la trascendencia de los intereses colectivos por sobre 
los individuales. Es así que se ha producido la aparición de los denominados derechos 
de tercera generación dentro de los cuales se encuentran los derechos de los 
consumidores. El presente Informe nos permite analizar un asunto que continua 
vigente en nuestros días y que cada vez va adquiriendo mayor importancia, nos 
referimos a la tutela judicial de los derechos de carácter difuso. En el caso materia de 
análisis, el cual se desarrolla en el marco de un proceso de amparo, nos permite 
abordar sobre la protección de los derechos de los consumidores desde una óptica 
procesal. A través del caso planteado se pretende analizar los principales institutos 
procesales y demás mecanismos existentes en el modelo de proceso del proceso de 
amparo para efectos de verificar si estos resultan eficaces y/o suficientes para brindar 
una adecuada protección a los derechos los consumidores. De igual manera, en la  
búsqueda por un mejor resolver plantearemos nuestra posición sobre cómo debió 
haber resuelto el Tribunal Constitucional el presente caso, en ausencia de 
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1. ¿Cabe interponer demanda de amparo contra una resolución judicial 
expedida en un proceso cautelar? En el caso en concreto, ¿Cabía 
interponer la demanda de amparo contra la resolución que confirmó  
las medidas cautelares a favor de la empresa Backus? 
2. ¿Quiénes son los titulares de los derechos fundamentales que se 
alegan como afectados por las medidas cautelares dictadas y qué 
tipo de legitimidad activa tendría el demandante? 
3. ¿Las resoluciones emitidas por la Cuarta Sala Civil y Sala de 
Derecho Constitucional y Social de la Corte Suprema utilizaron  
correctamente la figura de la improcedencia liminar, el concepto de 
“proceso regular” y el concepto de “firmeza”? 
4. ¿El Tribunal Constitucional resolvió adecuadamente la demanda de 








El presente Informe pretende analizar el proceso de amparo interpuesto por el señor 
Daniel Córdova Cayo (en adelante, “el demandante” o “recurrente”) contra la 
resolución judicial que concede medidas cautelares en el marco del proceso seguido 
entre la empresa Unión de Cervecerías Peruanas Backus y Johnston S.A.A. (en 
adelante, “Backus”) contra la compañía cervecera brasileña Ambev Perú S.A.C (en 
adelante, “Ambev”), para la declaratoria de propiedad de los envases de cerveza. 
El expediente materia de análisis comprende el estudio de múltiples ramas del 
Derecho, entre ellas destaca principalmente derecho constitucional y procesal 
constitucional; así como derecho civil y procesal civil. Algunos de los temas que 
abordaremos son los relativos a los alcances del proceso de amparo contra 
resoluciones judiciales, el uso del rechazo liminar  y la tutela de los derechos difusos 
en la jurisdicción constitucional. 
La importancia del presente expediente radica en que nos permite ahondar en el 
estudio de los derechos difusos, en específico, de los derechos de los consumidores, 
sus aspectos procesales y su forma de tutela en la jurisdicción constitucional.  
Por ello, mediante el presente Informe, pretendemos analizar — en atención a los 
hechos desarrollados en el expediente— principalmente los siguientes puntos: i) la 
procedencia del amparo  contra una resolución proveniente de un proceso cautelar, ii) 
la naturaleza de los derechos de los consumidores y su correspondiente legitimidad 
para obrar,  iii) el uso del rechazo liminar, y iv) la forma de tutela de los derechos de 
los consumidores. 
Para llevar a cabo el análisis descrito, el presente informe se dividirá en cuatro 
secciones. En la primera parte, abordaremos si es que se procede la demanda de 
amparo interpuesta por el recurrente contra la resolución judicial que dicta medidas 
cautelares en el marco del proceso principal seguido entre Backus y Ambev. En la 
segunda parte, analizaremos la naturaleza de los derechos de los consumidores y el 
tipo de legitimación procesal que posee el demandante dentro del proceso de amparo. 
Seguidamente, analizaremos los pronunciamientos de los jueces de primera y 
segunda instancia, y, la pertinencia del uso del rechazo liminar en el caso en concreto; 
y, en la cuarta y última sección, analizaremos el pronunciamiento del Tribunal 
Constitucional, así como, expondremos nuestra posición sobre lo resuelto por el 
órgano supremo.  
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Finalmente, una vez desarrollados estos cuatro puntos, expondremos nuestras 
conclusiones, que esperamos sirvan de base para la reflexión futura en los próximos 
trabajos de investigación. 
II. ANTECEDENTES 
En el año 2004, la industria cervecera peruana se hallaba bajo el dominio de la 
empresa Backus la cual había adquirido las acciones pertenecientes a sus 
competidoras, ostentando en el mercado nacional la posición de dominio 
con  aproximadamente 98% de la participación en el mercado de venta de cerveza.1 
Es en este contexto que la compañía cervecera brasileña Ambev anunciaba su ingreso 
al mercado peruano, buscando convertirse en la principal competidora de Backus.  
La controversia se suscitó cuando Ambev pretendió acceder al presunto sistema de 
intercambiabilidad de envases (SIE), a través de su incorporación  en el Comité de 
Fabricantes de Cerveza  de la Sociedad Nacional de Industrias.  El ingreso de Ambev 
a dicho Comité le daría el derecho a utilizar las botellas que tenían el sello CFC (sello 
del gremio),  y con ello revivir el fenecido acuerdo de intercambiabilidad de botellas 
que fuera acordado a inicios del año 1970, cuando existía una mayor competencia en 
el mercado nacional. 
Por un lado, el grupo Backus se oponía a la utilización  de las botellas por la nueva 
competidora, dado que alegaba que eran de su exclusiva propiedad; mientras que, por 
su parte, Ambev alegaba que dicha restricción suponía la imposición de barreras de 
acceso al mercado. Como consecuencia de dicha controversia se produjo lo que luego 
se conocería como “la guerra de las botellas”, la cual se ventilaría desde distintos 
frentes, a través de un proceso llevado ante los tribunales del INDECOPI, y  a nivel 
judicial. 
Por un lado, en INDECOPI, Ambev iniciaría una denuncia contra Backus, Cervesur, 
San Juan, Maltería Lima, el Comité, la Confederación y la SNI, por presuntas 
infracciones a las normas de libre competencia, alegando abuso de posición de 
dominio por parte del Grupo Backus.2 Mientras que, a nivel judicial, Backus iniciaría 
una demanda para que se le declare como propietaria de los 88’330,000 envases de 
                                                            
1 Considerando 197 de la Resolución N° 0282-2004/TDC-INDECOPI 
2 Para mayor información revisar:  
1) PASQUEL, Enrique. Negativas a contratar, signos distintivos y la “guerra de las botellas”, El caso 
Backus vs. Ambev  En: Diálogo con la jurisprudencia, número 70, julio 2004.  
2) ESTRATEGIAS DEL MONOPOLIO PARA NO COMPETIR: Acerca de cómo el nuevo competidor de 
Backus-Bavaria es considerado una piedra en el zapato - Renato Vázquez Costa, Teresa V. Tovar Mena 
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cerveza existentes en el mercado cervecero, y, para que se declare que Ambev no 
tiene derecho a utilizar estos envases. 
Es a raíz de este último proceso judicial que surge el proceso cautelar, donde Backus 
solicita medidas cautelares con el fin de evitar la utilización de dichos envases por 
parte de su competidora (Ambev). Finalmente, estas medidas serían concedidas en 
sede cautelar  y serían cuestionadas a través de procesos de amparo incoados de un 
lado por Ambev, y, de otro, por  el señor Daniel Córdova Cayo, quien alegó la 
afectación de los derechos de los consumidores. Será este último proceso de amparo 
el cual será objeto de análisis en el presente Informe. 
III. HECHOS RELEVANTES 
 
De acuerdo a la información que obra en el expediente, a continuación procederemos 
a detallar los hechos más relevantes. 
1. Proceso Cautelar seguido en el marco del proceso declarativo de 
propiedad sobre los envases de cerveza seguido entre Backus y Ambev: 
 Resolución de 1ra instancia que otorga medidas cautelares de no innovar 
dirigida a la compañía Ambev (Resolución N° 01 de fecha 09 de diciembre 
de 2004) 
En el año 2004, la empresa Backus solicitó medida cautelar de no innovar fuera del 
proceso dirigida contra la compañía Ambev con la finalidad de garantizar la eficacia de 
sus pretensiones en el proceso principal (proceso declarativo de propiedad sobre lo 
envases de cerveza3). La solicitud cautelar tenía como pretensiones: 
a) Que Ambev se abstenga de tomar posesión de cualquier título de los envases de 
vidrio de 620 mililitros de capacidad, color ámbar, de boca redonda y pico rasurado 
con ribete sobresaliente, cuello delgado que va ampliando hasta llegar a la parte 
cóncava, además del tronco cilíndrico con base redonda, que se encuentran signados 
con un símbolo consistente en un triángulo que lleva las iniciales CFC a la altura del 
cuello de la botella (en adelante, “los envases de vidrio descritos”), existentes en el 
mercado en tanto no se resuelva de manera definitiva este proceso 
                                                            
3 Proceso declarativo de propiedad iniciado por la empresa Backus por la titularidad de los 88’ 330, 000 
envases de vidrio de 620ml de cervezas. 
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b) Que Ambev se abstenga de introducir en el mercado peruano, utilizar o envasar sus 
productos en botellas iguales a los envases de vidrio descritos, en tanto no se resuelva 
de manera definitiva este proceso. 
c) Que se ordene a Ambev a no intercambiar, por sí o por intermedio de terceros, 
botellas iguales a los envases de vidrio descritos, en tanto no se resuelva de manera 
definitiva este proceso. 
 d) Que, se ordene a Ambev a no importar, introducir, utilizar o envasar sus productos 
en botellas de características similares o confundibles con los envases de vidrio 
descritos, en tanto no se resuelva de manera definitiva este proceso. 
Como parte de los medios probatorios adjuntos a su solicitud, Backus presentó los 
contratos de comodato (con mayoristas, minoristas, entre otros), certificación de la 
empresa Owen Illinois Perú S.A. respecto a la adquisición de los envases, certificación 
de auditores externos sobre sus estados financieros, certificación notarial en el cual 
consta que los envases se encuentran como sus activos fijos, y contratos de 
prestación de servicios de fabricación. Asimismo, se incluyó también la Resolución 
N°282-2004/TDC-INDECOPI y la Sentencia N°356-2004-DJC emitida por el Décimo 
Juzgado Civil de Arequipa en el Caso Cervesur vs Ambev. 
En virtud a ello,  el 09 de diciembre de 2004 mediante Resolución N° 1, el 26 Juzgado 
Civil concedió las medidas cautelares atendiendo las 3 primeras pretensiones (a, b y 
c), y denegando la última pretensión por considerarla inverosímil (d). En dicha 
resolución estimó que se habrían verificado los presupuestos que se encontraban 
vigentes para el dictado de medidas cautelares: i) verosimilitud en el derecho 
invocado, ii) peligro en la demora, y, iii) contracautela.  
A criterio del juez,  la verosimilitud del derecho se habría visto acreditada en tanto los 
envases figuraban como parte de los activos fijos de Backus, además de que la 
entrega de los mismos se realizaba  a los distribuidores en calidad de comodato. 
Del mismo modo, la Resolución N° 01 fundamenta la verosimilitud del derecho en la 
Resolución N°282-2004/TDC-INDECOPI y Sentencia N°356-2004-DJC. La primera de 
ellas emitida por el Tribunal de Defensa de la competencia, en la cual se establece la 
inexistencia de un sistema de intercambiabilidad de envases en tanto el Grupo 
Backus  era el único que venía operando en el mercado cervecero peruano; y, la 
Sentencia N°356-2004-DJC emitida por el Décimo Juzgado Civil de Arequipa, que 
había resuelto declarar fundado el amparo interpuesto por Cervecera del Perú 
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S.A.A.(CERVESUR) contra Ambev, declarando como propietaria a Cervesur de los 
envases en un caso similar al presentado. 
Por otro lado, el juez fundamentó el peligro en la demora basándose en las 
declaraciones públicas vertidas por Ambev, en la cual señalaba que utilizará envases 
de idénticas características a los envases en litis. Con relación a la contracautela la 
Backus habría cumplido con ofrecer contracautela en forma de caución juratoria por la 
suma de un millón de nuevos soles. 
En este sentido, sobre la base de los argumentos expuestos en los párrafos 
precedentes, el 26 Juzgado Civil de Lima dictó las medidas cautelares a favor de 
Backus. 
 Resolución de segunda instancia que confirma las medidas cautelares 
concedidas (Resolución N° 08 de fecha 18 de mayo de 2005) 
Una vez dictadas las medidas cautelares, Ambev interpuso recurso de apelación 
contra la Resolución N° 01 contemplando como  algunos de los argumentos de 
defensa la falta de adecuación entre las pretensiones concedidas en la solicitud 
cautelar y las pretensiones objeto del proceso principal. Del mismo modo, alegó la 
afectación de bienes y derechos de terceros ajenos al proceso. 
Al respecto, el 18 de mayo de 2005 la Quinta Sala Civil de Justicia de Lima mediante 
Resolución N° 08 confirmó las medidas cautelares concedidas en la Resolución N° 01, 
con voto en discordia de la vocal Ubillus Fortini, en mérito de los siguientes 
fundamentos que expondremos a continuación. 
La  Quinta Sala Civil señaló que los siguientes medios probatorios presentados por 
Backus sustentaban la verosimilitud del derecho de propiedad sobre los envases: 
i)Certificaciones emitidas por Owens Illinois Perú Sociedad Anónima, referidos a la 
adquisición de los envases en cuestión; ii)Certificación emitida por los auditores 
externos de Backus sobre sus estados financieros; iii) Certificación notarial del Notario 
Público en el cual consta que los envases son activos fijos de Backus; y, iv) Contratos 
de prestación de servicios de fabricación. 
Con relación al requisito del peligro a la demora, la Sala sustentó su decisión 
señalando lo siguiente en el considerando décimo tercero: 
“A que, de igual modo, el peligro en la demora, fluye de manera igualmente previsible, 
toda vez que, precisamente para el desarrollo de la actividad comercial de la 
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accionante, ésta ha comprometido de manera directa su patrimonio, por lo que resulta 
prudente acceder a la medida cautelar solicitada.” 
Del mismo modo, la Sala confirmó que Backus había cumplido con ofrecer 
contracautela a través de la caución juratoria por un monto de un millón de nuevos 
soles. 
A mayor detalle, la Sala sostuvo en su pronunciamiento que no existe el controvertido 
sistema de intercambiabilidad de envases, ello sobre la base de los argumentos 
establecidos en la Resolución N° 0282-2004/TDC-INDECOPI. 
Por otro lado, respecto al cuestionamiento sobre las pretensiones indicó que las 
pretensiones cautelares si guardan relación con las pretensiones objeto del proceso 
principal, en la medida que se busca la protección integral del derecho de propiedad. 
Finalmente, con relación a la afectación de terceros ajenos al proceso indicó que en 
principio no hay certeza sobre la existencia de derechos de terceros y tampoco consta 
que existan cuestionamientos por parte de terceros al respecto.  
2. Proceso de amparo: 
 
 Demanda de amparo interpuesta por el señor Daniel Córdova Cayo 
Con fecha 12 de julio de 2005, el señor Daniel Córdova Cayo,  interpuso demanda de 
amparo contra la Resolución N° 01 de fecha 09 de diciembre de 2004 y Resolución N° 
08 de fecha 18 de mayo de 2005 expedidas por el 26 Juzgado Civil de Lima y la 
Quinta Sala Civil de la Corte Superior de Lima, respectivamente, por la afectación al 
derecho a la tutela procesal efectiva de los consumidores  y al derecho de propiedad 
de los consumidores. 
El recurrente, quien actúa en defensa de los derechos de los consumidores,  alegó 
que las resoluciones cuestionadas vulneran los derechos de los consumidores en 
tanto que las medidas cautelares contenidas en ella habrían causado agravio al 
derecho a la propiedad de los consumidores de cerveza, siendo que ellos serían  los 
verdaderos propietarios de las botellas de 620 ml. En efecto, el recurrente alegó que 
se afectaría con las medidas dictadas el derecho de los consumidores a utilizar 
libremente  los envases y a disponer libremente de ellos, atribuciones básicas del 
derecho de propiedad. 
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Asimismo, sostiene que el derecho a la tutela procesal efectiva de los consumidores 
se ha visto vulnerado dado que en el proceso judicial no había participado ninguno de 
los consumidores, o algún representante del colectivo difuso, cuando el mismo 
involucra derechos propios de los consumidores.   
 Resolución emitida por la Cuarta Sala Civil de la Corte Superior de 
Justicia de Lima (Resolución N° 01 de fecha 21 de julio de 2005) 
El 21 de julio de 2005 mediante Resolución N° 01, la Cuarta Sala Civil de la Corte 
Superior de Justicia de Lima declaró la improcedencia liminar de la demanda de 
amparo interpuesta por el señor Daniel Córdova Cayo. 
En sus fundamentos, la Resolución sostiene que no se evidencia amenaza o violación 
de algún derecho constitucional, y que la resolución ha sido dictada dentro de un 
proceso regular. 
 Recurso de apelación interpuesto por Daniel Córdova 
Con fecha 24 de agosto de 2005 el señor Daniel Córdova Cayo interpuso recurso de 
apelación contra la Resolución N° 01 que declaró improcedente la demanda de 
amparo, sosteniendo que no estábamos frente a un proceso regular toda vez que el 
recurrente no era parte del proceso, por lo tanto no había podido ejercer su derecho a 
la defensa (a través de la interposición de medios impugnatorios).  
Asimismo, con respecto a la falta de evidencia de agravio a algún derecho 
constitucional, señaló que  existía un agravio al  derecho de defensa como 
consecuencia de no haber participado en el proceso donde se ventilaba el derecho a 
la propiedad; así como un agravio al propio derecho a la  propiedad de los 
consumidores ocasionado por la decisión cautelar. 
Sobre el particular, con fecha 06 de septiembre de 2005 mediante  Resolución N° 02 la 
Cuarta Sala Civil concedió el recurso de apelación con efecto suspensivo y elevó los 
actuados a la Sala Suprema de Derecho Constitucional y Social de la Corte Suprema 
de Justicia de la República. 
 Auto de la Sala de Derecho Constitucional y Social de la Corte Suprema 
de Justicia de la República (Auto de fecha 15 de diciembre de 2005) 
Una vez que el recurso de apelación fue elevado a la Sala de Derecho Constitucional y 
Social de la Corte Suprema, fue resuelto mediante auto de fecha 15 de diciembre de 
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2015, el cual confirmó la Resolución N° 01 y declaró improcedente la demanda de 
amparo. 
La referida Sala basó su decisión, principalmente, en que el amparo no era procedente 
contra resoluciones que resuelven medidas cautelares, afirmando que no se tratan de 
resoluciones judiciales firmes ni definitivas por la naturaleza provisoria, instrumental y 
variable de las medidas cautelares. Asimismo, sostuvo que no existe una manifiesta 
y/o evidente afectación de los derechos constitucionales alegados. 
  Resolución del Tribunal Constitucional que resuelve el recurso de 
agravio constitucional interpuesto por el señor Daniel Córdova 
(Resolución de fecha 12 de setiembre de 2006) 
El señor Daniel Córdova Cayo sobre lo resuelto por la Sala de Derecho Constitucional 
y Social de la Corte Suprema en el auto de fecha 15 de diciembre de 2005, interpuso 
recurso de agravio constitucional4, el cual fue resuelto por el Tribunal Constitucional 
mediante sentencia de fecha 12 de septiembre de 2006 declarándolo improcedente 
sobre la base de los siguientes fundamentos. 
En primer lugar, en relación al derecho a la propiedad de los envases, el Tribunal 
señaló que es improcedente porque a través de un proceso de amparo, que carece de 
etapa probatoria, no se puede dilucidar la controversia sobre la titularidad de los 
envases de cervezas. 
Por otro lado, con relación al derecho de defensa de los consumidores, el Tribunal 
fundamentó la improcedencia de la demanda en este extremo, en tanto no se habrían 
acreditado que las instancias ordinarias hayan denegado al recurrente ejercer su 
derecho de defensa, ello en cuanto a que durante el curso del proceso declarativo de 
propiedad llevado ante el 26 Juzgado Civil de Lima, entre las empresas Ambev y 
Backus,  Ambev interpuso una denuncia civil para incorporar a los consumidores 
finales, sin embargo el pedido fue rechazado por el Juzgado y no fue impugnado por el 
recurrente, ni por otro consumidor interesado. Asimismo, señaló el Tribunal que 
tampoco se ha evidenciado que el recurrente haya intentado comparecer en el 
proceso cautelar o que se le haya impedido ejercer su derecho de defensa. 
                                                            
4 El cual no obra en el expediente materia de análisis. 
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IV. IDENTIFICACIÒN DEL MARCO JURÍDICO APLICABLE 
 
A. Constitución Política del Perú  
 
 El título V referido a las garantías constitucionales, regula en el artículo 200° de 
la Constitución Política del Perú la acción de amparo, hoy denominado proceso 
de amparo, en el cual establece en su numeral 2 que la acción de amparo 
procede contra el hecho u omisión, por parte de cualquier funcionario o 
persona, que vulnera o amenaza los demás derechos reconocidos por la 
Constitución, con excepción de los señalados en el inciso siguiente. No 
procede contra normas legales ni contra resoluciones judiciales emanadas de 
procedimiento regular. 
 En el numeral 16 del artículo 2° de la Constitución se encuentra reconocido el 
derecho constitucional a la propiedad. En el artículo 70° del mismo cuerpo 
normativo se establece que “El derecho a la propiedad es inviolable. El 
Estado lo garantiza. Se ejerce en armonía con el bien común y dentro de los 
límites de ley. A nadie puede privarse de su propiedad sino, 
exclusivamente, por causa de seguridad nacional o necesidad pública, 
declarada por ley y previo pago en efectivo de indemnización 
justipreciada que incluya compensación por el eventual perjuicio. Hay acción 
ante el Poder Judicial para contestar el valor de la propiedad que el Estado 
haya señalado en el procedimiento expropiatorio.”(Resaltado nuestro) 
 El derecho a la defensa se encuentra contemplado en el numeral 14 del 
artículo 139° de la Constitución. 
 La defensa de los consumidores y usuarios se encuentra contemplada en el 
artículo 65°  de la Constitución, en la cual se establece que “El Estado defiende 
el interés de los consumidores y usuarios. Para tal efecto garantiza el derecho 
a la información sobre los bienes y servicios que se encuentran a disposición 
en el mercado. Asimismo vela, en particular, por la salud y la seguridad de la 
población.” 
 
B.  Ley Orgánica  Nº 28237, Código Procesal Constitucional  
 
 Artículo II.-Fines de los procesos constitucionales 
Son fines esenciales de los procesos constitucionales garantizar la primacía de 
la Constitución y la vigencia efectiva de los derechos constitucionales. 
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 En el artículo 2° se establece que los procesos constitucionales de hábeas 
corpus, amparo y hábeas data proceden cuando se amenacen o violen los 
derechos constitucionales por acción u omisión de actos de cumplimiento 
obligatorio, por cualquier autoridad, funcionario o persona. Cuando se invoque 
la amenaza de violación, ésa debe ser cierta y de inminente realización. El 
proceso de cumplimiento procede para que se acate una norma legal o se 
ejecute un acto administrativo. 
 Artículo 5°.- Causales de improcedencia 
No proceden los procesos constitucionales cuando: 
1. Los hechos y el petitorio de la demanda no están referidos en forma directa 
al contenido constitucionalmente protegido del derecho invocado. (…) 
 El artículo 4° que establece que la procedencia del amparo y el habeas corpus 
respecto de resoluciones judiciales, el mismo que señala lo siguiente: 
El amparo procede respecto de resoluciones judiciales firmes dictadas 
con manifiesto agravio a la tutela procesal efectiva, que comprende el 
acceso a la justicia y el debido proceso. Es improcedente cuando el 
agraviado dejó consentir la resolución que dice afectarlo.  
El hábeas corpus procede cuando una resolución judicial firme vulnera en 
forma manifiesta la libertad individual y la tutela procesal efectiva. 
Se entiende por tutela procesal efectiva aquella situación jurídica de una 
persona en la que se respetan, de modo enunciativo, sus derechos de libre 
acceso al órgano jurisdiccional, a probar, de defensa, al contradictorio e 
igualdad sustancial en el proceso, a no ser desviado de la jurisdicción 
predeterminada ni sometido a procedimientos distintos de los previstos por la 
ley, a la obtención de una resolución fundada en derecho, a acceder a los 
medios impugnatorios regulados, a la imposibilidad de revivir procesos 
fenecidos, a la actuación adecuada y temporalmente oportuna de las 
resoluciones judiciales y a la observancia del principio de legalidad procesal 
penal. (Resaltado nuestro) 
 Artículo 9° Ausencia de etapa probatoria. 
En los procesos constitucionales no existe etapa probatoria. Sólo son 
procedentes los medios probatorios que no requieren de actuación, lo que no 
impide la realización de las actuaciones probatorias que el juez considere 
indispensables, sin afectar la duración del proceso. En este último caso no se 
requerirá notificación previa. 
 El artículo 40° que establece supuestos de representación procesal: 
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EI afectado puede comparecer por medio de representante procesal. No es 
necesaria la inscripción de la representación otorgada.  
Tratándose de personas no residentes en el país, la demanda será formulada 
por representante acreditado. Para este efecto, será suficiente el poder fuera 
de registro otorgado ante el Cónsul del Perú en la ciudad extranjera que 
corresponda y la legalización de la firma del Cónsul ante el Ministerio de 
Relaciones Exteriores, no siendo necesaria la inscripción en los Registros 
Públicos.  
Asimismo, puede interponer demanda de amparo cualquier persona 
cuando se trate de amenaza o violación del derecho al medio ambiente u 
otros derechos difusos que gocen de reconocimiento constitucional, así 
como las entidades sin fines de lucro cuyo objeto sea la defensa de los 
referidos derechos. La Defensoría del Pueblo puede interponer demanda de 
amparo en ejercicio de sus competencias constitucionales. (Resaltado 
nuestro) 
 Artículo 20° referido al pronunciamiento del Tribunal Constitucional. 
 Artículos 37° y 38° referidos a los derechos protegidos en el proceso de 
amparo. 
 El artículo 44° que establece el plazo de interposición de la demanda de 
amparo que señala lo siguiente: 
El plazo para interponer la demanda de amparo prescribe a los sesenta días 
hábiles de producida la afectación, siempre que el afectado hubiese tenido 
conocimiento del acto lesivo y se hubiese hallado en posibilidad de interponer 
la demanda. Si esto no hubiese sido posible, el plazo se computará desde el 
momento de la remoción del impedimento.  
Tratándose del proceso de amparo iniciado contra resolución judicial, el 
plazo para interponer la demanda se inicia cuando la resolución queda 
firme. Dicho plazo concluye treinta días hábiles después de la notificación de la 
resolución que ordena se cumpla lo decidido. (...) (Resaltado nuestro) 




V. IDENTIFICACIÓN DE LOS PROBLEMAS JURÍDICOS 
A continuación se presentarán los principales problemas jurídicos identificados en el 
expediente materia de análisis: 
Problema jurídico 1: ¿Cabe interponer demanda de amparo contra una 
resolución judicial expedida en un proceso cautelar? En el caso en concreto, 
¿Cabía interponer la demanda de amparo contra la resolución que confirmó  las 
medidas cautelares a favor de la empresa Backus? 
En la presente sección pretendemos determinar si es que cabía mediante el amparo 
interpuesto cuestionar la resolución judicial que resolvió el proceso cautelar seguido 
entre las empresas Backus y Ambev. Para ello, procederemos a analizar lo dispuesto 
en el numeral  2 artículo 200° de la Constitución, el artículo 4° del Código Procesal 
Constitucional, y la doctrina en este extremo. 
Problema jurídico 2: ¿Cuáles son los derechos fundamentales que se alegan 
como vulnerados por las medidas cautelares y qué tipo de legitimidad activa 
tendría el demandante? 
En la segunda sección del presente Informe, se pretende identificar a los derechos 
involucrados en el proceso de amparo que se hayan visto lesionados por las medidas 
cautelares dictadas. Asimismo, se pretende determinar el contenido 
constitucionalmente protegido de cada uno de los derechos y establecer la legitimidad 
para obrar del demandante. 
Problema jurídico 3: Las resoluciones emitidas por la Cuarta Sala Civil y Sala de 
Derecho Constitucional y Social de la Corte Suprema utilizaron  correctamente la 
figura de la improcedencia liminar, el concepto de “procedimiento regular” y el 
concepto de “firmeza”?  
En esta sección abordaremos los pronunciamientos en primera y segunda instancia, 
así como el pronunciamiento del Tribunal Constitucional para analizar dos cuestiones: 
(i)  si en ambas instancias la improcedencia liminar declarada fue correctamente 
aplicada de conformidad con el Artículo 47° del Código Procesal Constitucional, y,  (ii) 
si en las distintas etapas del proceso se utilizó un concepto adecuado de 
“procedimiento regular” y el de “firmeza” de las resoluciones judiciales. 
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Problema jurídico 4: ¿El Tribunal Constitucional resolvió adecuadamente la 
demanda de amparo planteada por el recurrente? Si no fue así ¿Cómo debió 
resolver? 
Finalmente, en esta última sección se pretende analizar el pronunciamiento del 
Tribunal Constitucional y establecer nuestra posición con respecto a cómo fue resuelto 
el proceso de amparo por el supremo órgano. Ello a partir de una evaluación conjunta 
de los elementos ya analizados en las secciones precedentes, los cuales nos van a 
permitir concluir si efectivamente ameritaba declarar la improcedencia liminar de la 
demanda, o si por el contrario, debía admitirse a trámite y resolverse sobre el fondo de 
la controversia directamente. 
VI. ANÁLISIS DE LOS PROBLEMAS JURÍDICOS 
Problema jurídico 1: ¿Cabe interponer demanda de amparo contra una 
resolución judicial derivada de un proceso cautelar? En el caso en concreto, 
¿Cabía interponer la demanda de amparo contra la resolución que confirmó  las 
medidas cautelares a favor de Backus? 
1. De acuerdo al numeral 2 del Artículo 200° de la Constitución Política del Perú, el 
amparo no procede contra resoluciones judiciales emanadas de procedimiento 
regular.  
Artículo 200.- 
(...)"2. La Acción de Amparo, que procede contra el hecho u omisión, 
por parte de cualquier autoridad, funcionario o persona, que vulnera o 
amenaza los demás derechos reconocidos por la Constitución, con 
excepción de los señalados en el inciso siguiente. No procede contra 
normas legales ni contra Resoluciones Judiciales emanadas de 
procedimiento regular (Énfasis agregado) 
2. Este enunciado ha sido entendido como una limitación, más que como una 
prohibición. De modo, que se ha entendido, de una lectura en sentido contrario, 
que el amparo dirigido contra resoluciones del Poder judicial procede únicamente 
cuando la misma haya sido expedida en el marco de un procedimiento 
irregular. 
3. En consonancia con el citado artículo, el Código Procesal Constitucional en su 
artículo 4° ha establecido que para la procedencia del amparo contra 
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resoluciones judiciales se requiere de la existencia de dos presupuestos: (i) Que 
se trate de una resolución judicial firme, y, (ii) La existencia de un manifiesto 
agravio a la tutela procesal efectiva. 
4. Como es de advertirse, ni la Constitución, ni el Código Procesal Constitucional 
han establecido restricciones con relación al tipo de resoluciones judiciales que 
son revisables vía amparo, pues en general cualquier acto del Poder Judicial al 
igual que los actos provenientes de otros poderes del Estado y de los mismos 
particulares, son susceptibles de afectar derechos fundamentales. En ese 
sentido, en principio, cualquier resolución judicial derivada de cualquier clase de 
proceso podría ser sometida a la jurisdicción constitucional siempre que cumpla 
con los presupuestos establecidos en el Artículo 4° del Código Procesal 
constitucional. 
5. En el caso específico de las resoluciones derivadas de procesos cautelares, es 
preciso mencionar que si bien este tipo de tutela de urgencia es provisional, en 
tanto que una vez que se expida la sentencia, los efectos de la resolución 
cautelar culminan; ello no significa que la decisión cautelar no sea susceptible de 
afectar los derechos fundamentales de las partes. 
6. En efecto, si tenemos en cuenta los procesos cautelares, a diferencia de los 
procesos ordinarios, por su carácter de urgencia, se desarrollan de modo 
sumario, es decir, con una reducción en la cognición del juez, así como de su 
tramitación procedimental, lo cual provoca que el juez abandone la búsqueda de 
la certeza jurídica y se pronuncie sobre la base de una justicia de probabilidades. 
(Cairo, 2014, pg.256). 
 
7. En ese sentido, a diferencia de un proceso ordinario, en un proceso cautelar 
existen mayores probabilidades de incurrir en una decisión arbitraria, producto 
de la sumarización del proceso.  Por lo tanto, siguiendo esa lógica, con mayor 
razón debe admitirse que resolución cautelar pueda ser sometida a un control 
constitucional mediante el amparo. 
 
8. Asumir una interpretación contraria, nos llevaría a crear zonas exentas de control 
constitucional donde no sea posible de ninguna forma el cuestionamiento vía 
amparo de las resoluciones cautelares, lo cual generaría una desprotección de 
los derechos fundamentales frente a los actos de los jueces dentro de esta clase 
de procesos. Una interpretación a todas luces contraria a lo establecido en los 
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Artículos 1°, 38° y 44° de la Constitución5 y el Artículo II del Código Procesal 
Constitucional6, los cuales buscan garantizar la plena vigencia de los derechos 
fundamentales; así como, contraria a los principios de fuerza normativa de la 
Constitución7 y al principio de interdicción de la arbitrariedad8.  
9. Por lo tanto, en el caso en concreto, podemos concluir señalando que sí 
cabe entablar la demanda de amparo contra lo dispuesto en la resolución 
cautelar que confirmaba las medidas cautelares a favor de Backus, en tanto 
es una resolución cautelar susceptible de lesionar derechos 
fundamentales. 
10. Ahora bien, para que sea procedente la demanda de amparo será necesario que 
ésta cumpla con ciertos presupuestos procesales como, por ejemplo, que las 
partes se encuentren legitimadas, que los hechos y el petitorio se refieran al 
contenido constitucionalmente protegido de los derechos invocados, que la 
resolución cuestionada sea firme y entre otras cuestiones que serán analizadas 
en las siguientes secciones del presente Informe. 
Problema jurídico 2: ¿Quiénes son los titulares de los derechos fundamentales 
que se alegan como afectados por las medidas cautelares dictadas y qué tipo de 
legitimidad activa tendría el demandante?  
                                                            
5 Artículo 1.- Defensa de la persona humana  
La defensa de la persona humana y el respeto de su dignidad son el fin supremo de la sociedad y 
del Estado. 
(…) 
Artículo 38.- Deberes para con la patria  
Todos los peruanos tienen el deber de honrar al Perú y de proteger los intereses nacionales, así como de 
respetar, cumplir y defender la Constitución y el ordenamiento jurídico de la Nación. 
(…) 
Artículo 44.- Deberes del Estado  
Son deberes primordiales del Estado: defender la soberanía nacional; garantizar la plena vigencia de 
los derechos humanos; proteger a la población de las amenazas contra su seguridad; y promover el 
bienestar general que se fundamenta en la justicia y en el desarrollo integral y equilibrado de la Nación 
(…) 
 
6 Artículo II.- Fines de los Procesos Constitucionales  
Son fines esenciales de los procesos constitucionales garantizar la primacía de la Constitución y la 
vigencia efectiva de los derechos constitucionales. 
 
7 La interpretación constitucional debe encontrarse orientada a relevar y respetar la naturaleza de la 
Constitución como norma jurídica, vinculante in toto y no sólo parcialmente. Esta vinculación alcanza a 
todo poder público (incluyendo, desde luego, a este Tribunal) y a la sociedad en su conjunto. (Exp. N° 
05854-2005-PA/TC, fundamento 12) 
8 Este principio tiene un doble significado: (i) en un sentido clásico y genérico, la arbitrariedad aparece 
como el reverso de la justicia y el derecho; (ii) en un sentido moderno y concreto, la arbitrariedad aparece 
como lo carente de fundamentación objetiva, lo incongruente y contradictorio con la realidad que ha de 
servir de base a toda decisión. Es decir, como aquello desprendido o ajeno a toda razón de explicarlo 
(Exp. Nº 0090-2004-AA/TC) 
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11. De acuerdo a lo indicado por el recurrente en su demanda de amparo, la 
resolución cautelar (Resolución N° 08 dictada por la Quinta Sala Civil) habría 
lesionado  derechos constitucionales difusos, tales como, el derecho de 
propiedad de los consumidores sobre los envases de cerveza y su derecho a la 
tutela procesal efectiva. 
 
12. El término “Consumidores”, es un concepto que no está definido en la 
Constitución pero si en el Código de Consumo, el cual considera por tales a 
“aquellas personas naturales o jurídicas que adquieren, utilizan o disfrutan como 
destinatarios finales productos o servicios materiales e inmateriales, en beneficio 
propio o de su grupo familiar o social, actuando así en un ámbito ajeno a una 
actividad empresarial o profesional.”9 
 
13. En nuestro ordenamiento jurídico, el reconocimiento constitucional  de los 
derechos de los consumidores y usuarios se encuentran consagrados en el 
Artículo 65° de la Constitución, el cual prescribe la defensa de los intereses de 
los consumidores y usuarios bajo los siguientes términos: 
Artículo 65.- Protección al consumidor 
El Estado defiende el interés de los consumidores y usuarios. Para tal 
efecto garantiza el derecho a la información sobre los bienes y servicios 
que se encuentran a su disposición en el mercado. Asimismo vela, en 
particular, por la salud y la seguridad de la población.  
14. En el citado texto constitucional se reconoce: i) un principio rector para la 
actuación del Estado, y a su vez, ii) un derecho personal y subjetivo de los 
consumidores y usuarios. Este derrotero binario establece por un lado el 
accionar tuitivo del Estado a favor de los consumidores y usuarios, y, por otra 
parte, la posibilidad de que los consumidores y usuarios puedan exigir y/o 
accionar  la defensa de los mismos ante el Estado ante cualquier transgresión o 
desconocimiento de sus legítimos intereses.10 
15. Es preciso señalar que los derechos que enuncia el Artículo 65° de la 
Constitución (derecho a la información de los bienes y servicios y el derecho a 
velar por la salud y la seguridad de las personas), no son los únicos derechos 
                                                            
9 Numeral 1 , Artículo IV del Título Preliminar de la Ley N° 29571 
10 Sentencia del Exp. N.° 01865-2010-PA/TC (fundamento 13 y 14) 
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que ampara la norma, pues se ha reconocido jurisprudencialmente, en función a 
la teoría de derechos innominados, que la protección de los derechos de los 
consumidores supone la existencia de un numerus apertus de otras expresiones 
contenidas en estos derechos.11 
16. En ese sentido, resulta posible, en el caso en concreto, que el derecho a la 
propiedad pueda ser reconocido como parte de los derechos de los 
consumidores, ello de conformidad con el artículo 3° de la Constitución el cual 
reconoce la existencia de derechos de naturaleza análoga a los derechos 
constitucionales. Para dichos efectos, en los siguientes párrafos  se podrá en 
evidencia que, en el caso en concreto, es posible que los envases de cervezas 
puedan ser considerados como de propiedad de los consumidores. 
Derecho a la propiedad 
17. El derecho a la propiedad  se  encuentra reconocido en el numeral 16 del 
artículo 2° y en el artículo 70° de la Constitución bajo el siguiente tenor: 
 
Artículo 70.- El derecho a la propiedad es inviolable. El Estado lo 
garantiza. Se ejerce en armonía con el bien común y dentro de los 
límites de la ley. A nadie puede privarse de su propiedad sino, 
exclusivamente, por causa de seguridad nacional o necesidad 
pública, declarada por ley y previo pago en efectivo de 
indemnización justipreciada que incluya compensación por el 
eventual perjuicio. Hay acción ante el Poder Judicial para contestar el 
valor de la propiedad que el Estado haya señalado en el procedimiento 
expropiatorio.(Resaltado nuestro)  
 
18. De acuerdo al artículo 17° de la Declaración Universal de Derechos Humanos 
(DUDH), se reconoce el derecho a la propiedad colectivamente. 
 
“Artículo 17° 
1. Toda persona tiene derecho a la propiedad, individual y 
colectivamente. 
2.    Nadie será privado arbitrariamente de su propiedad.” 
 
                                                            
11 Sentencia del EXP. N.º 0008-2003-AI/TC 
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19. En ese sentido, en virtud a la Cuarta Disposición Final y Transitoria de la 
Constitución que establece que “las normas relativas a derechos y a las 
libertades que la Constitución reconoce se interpretan de conformidad con la 
Declaración Universal de Derechos Humanos (…)”, es posible interpretar el 
derecho a la propiedad desde una perspectiva colectiva. 
 
20. Como hemos venido mencionando el recurrente ha invocado el derecho de 
propiedad a partir de una titularidad colectiva, sin embargo es imposible negar 
que la afectación a este derecho finalmente tendrá una incidencia subjetiva que 
se traducirá en la imposibilidad por parte de los consumidores de gozar de los 
atributos que confiere este derecho, tales como,  usar, disfrutar, disponer y 
reivindicar  del bien. Por ello, para comprender mejor este derecho será 
necesario analizarlo no sólo desde una dimensión colectiva sino también desde 
una forma individual.  
 
21. De acuerdo al Tribunal Constitucional la propiedad privada no es ni puede ser en 
modo alguno absoluta, debido a que, al igual que los restantes derechos y 
libertades que dignifican al ser humano, la propiedad se encuentra sujeta a las 
limitaciones impuestas por el interés general, las que, sin embargo, nunca 
podrían sustituir a la persona humana como titular de la libertad, así como 
tampoco imponer trabas intensas a su ejercicio que desconozcan la indemnidad 
de dicho derecho.”12 
 
22. Conforme a lo señalado precedentemente, el ejercicio del derecho a la 
propiedad no es absoluto, e importa limitaciones legales, que tienen por finalidad 
armonizar : 
 El derecho de propiedad individual con el ejercicio del mismo por parte de 
los demás individuos. 
 El derecho de propiedad individual con el ejercicio de las restantes 
libertades individuales. 
 El derecho de propiedad individual con el orden público y el bien común.13 
 
23. Es así que el derecho a la propiedad se reconoce no sólo como un derecho 
subjetivo (derecho individual), sino también como una garantía institucional en 
reconocimiento de su función social. De acuerdo, a esta concepción “el derecho 
                                                            




a la propiedad no sólo adquiere la categoría constitucional de derecho 
fundamental, sino que su defensa y promoción se constituyen en garantía 
institucional para el desarrollo económico [...]”14 
 
24. En el caso que nos ocupa, el recurrente alegaba que le correspondía a los 
consumidores la titularidad de las botellas de cerveza de 620 ml que se 
encontraban en su poder, dado que al momento de adquirir el producto 
(cerveza), éstos se hacían propietarios de los envases que los contenían, ello de 
acuerdo a lo establecido por el Tribunal Constitucional en el Caso Agua Pura 
Rovic S.A.C (Exp. N° 3315-2004-AA/TC), que señalaba lo siguiente:  
 
“Para arribar a dicha conclusión, este colegiado asume que son los 
consumidores de un producto, quienes tras haberlos adquirido 
libremente en el tráfico comercial, se convierten en propietarios del 
envase o recipiente que lo contenía y por lo tanto, son los únicos que 
pueden decidir acerca de la utilidad que le otorgan o el destino que le 
imponen dentro o fuera del mismo tráfico comercial en el que lo 
adquirieron (...)” (Resaltado nuestro) 
 
25. Sobre este punto, es preciso advertir que la titularidad alegada por el recurrente 
se trata de una titularidad supraindividual y/o colectiva, la cual puede 
clasificarse según el Código Modelo de Procesos Colectivos para Iberoamérica 
(en adelante, “Código Modelo”) de la siguiente manera: 
 
i. Los derechos colectivos son aquellos que pertenecen a un número 
indeterminado pero determinable de titulares, entre los que existe una 
relación jurídica base que los vincula, sea entre ellos o con la parte 
contraria. 
ii. Los derechos difusos en cambio son aquellos que pertenecen a un 
número indeterminado e indeterminable de titulares que se encuentran 
unidos por una situación de hecho. Poseen una naturaleza indivisible e 
indisponible del bien jurídico.   
iii. Los derechos individuales homogéneos hacen referencia a derechos 
subjetivos ontológicamente individuales y a la divisibilidad del bien 
jurídico entre la comunidad de afectados, pero que se tratan 




colectivamente porque tienen por origen común la conducta de la parte 
contraria. Entonces la homogeneidad está definida por dicho origen 
común. 
 
26. En el caso concreto, al haber alegado en la demanda que la titularidad del 
derecho de propiedad sobre los envases de cerveza le pertenecen a los 
consumidores, el recurrente está invocando derechos de carácter difuso. 
Veamos. 
 
27. Los derechos difusos han sido definidos como derechos supraindividuales, de 
naturaleza indivisible, cuyo titular corresponde a un grupo, categoría o clase de 
personas ligadas por circunstancias de hecho o vinculadas entre sí o con la parte 
contraria por una relación jurídica base.15 Sobre esta clase de derechos se dice 
que la singularidad de los mismos radica en que nadie en particular es titular 
exclusivo y al mismo tiempo todos los miembros de un grupo o categoría 
determinada son sus titulares (Ferrer, 2003, p.14)  
 
28. En ese sentido,  los consumidores al ser  un grupo de personas que no son 
posible de identificar con exactitud (tanto con respecto a sus miembros y a 
cuántos son), y al hallarse vinculados por una situación de hecho (el consumir la 
misma cerveza de la marca perteneciente a la empresa Backus), es claro que 
sobre este colectivo recaen derechos de carácter difusos. 
29. Conforme se detalla en la demanda, el recurrente delimitó la propiedad sobre 
aquellas botellas de 620 ml “que se encuentren en poder de los consumidores”, 
es así que indica en su escrito de demanda que “existe en poder de los 
consumidores de cerveza un número no determinado de botellas (calculable en 
varias decenas de millones) que son de propiedad de estos”. Dicho ello, el 
recurrente no sólo alega la propiedad bajo una titularidad de sujetos 
indeterminados sino que inclusive señala que como consecuencia de lo 
primero, la cantidad de bienes sobre los cuales recae la propiedad son 
indeterminados también. 
                                                            
15 Código Modelo de Procesos Colectivos para Iberoamérica (2004) 
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30. Como es de apreciarse, estos bienes (envases de cerveza), producto de la 
estandarización16, se trataban de bienes genéricos, es decir, bienes que 
poseen caracteres comunes a todas las especies del género del que forman 
parte (Varsi, 2017, p.43). Sobre este aspecto, es preciso señalar que en el 
mercado cervecero nacional de ese tiempo, todos los envases de cerveza 
existentes aun cuando pertenecieran a marcas diferentes eran de las mismas 
dimensiones y características; por lo tanto, dentro de este género de “envases 
de cerveza” los envases de Backus no se distinguían del resto de marcas. 
31. Asimismo, se trataban de bienes fungibles, es decir de bienes sustituibles, 
reemplazables y equivalentes entre sí (Avendaño, 2017, p.11), ello a 
consecuencia de su mecanismo de distribución en el mercado, en el cual el 
consumidor para adquirir el producto (cerveza), entregaba su envase vacío por 
otro envase idéntico que contuviese el líquido.  De esa forma, al ser todos 
iguales se podía sustituir un envase por otro sin mayor problema. 
32. En este sentido, los bienes alegados como propios de los consumidores se 
tratan de bienes genéricos y fungibles, los cuales son pasibles de ser objeto de 
apropiación por los consumidores puesto que, cabe la posibilidad que dentro de 
la cadena de distribución, alguno de los envases hayan sido adquiridos por los 
consumidores finales y destinado a otros usos (Ejm. Aquellos envases que no 
estén circulando en el mercado por haber sido destinados para usos 
decorativos), situaciones que no son para nada irreales.  
33. Por lo tanto, debido a la alta rotación de estos bienes en el mercado se 
verifica que existen  situaciones, en el marco de una relación de consumo, 
en las cuales existe una titularidad difusa del derecho de propiedad, pues 
estos bienes son pasibles de ser objeto de apropiación por los consumidores a 
través de las situaciones que hemos detallado en el párrafo precedente, las 
cuales, dan cuenta de la existencia de un grupo de envases en poder los 
consumidores que son indiscutiblemente de titularidad de estos sujetos, y sobre 
los cuales se desconoce quiénes exactamente son los propietarios y cuántos son 
los envases, al ser una cantidad indeterminada e indeterminable.  
34. En ese sentido, así como existen situaciones que dan cuenta de una titularidad 
difusa sobre cierto grupo de envases, pueden existir también otras situaciones 
                                                            
16 A inicios de  1970  las tres grandes fabricantes  de cerveza de este tiempo acordaron la estandarización 
de las botellas de cerveza, es por ello que todas las botellas de cervezas poseían las mismas 
características y dimensiones. 
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respecto al resto de envases de cerveza donde la titularidad del derecho de 
propiedad sea de difícil determinación, no siendo excluyente la existencia de 
múltiples clases de titularidades. Debido a ello, consideramos que por la alta 
complejidad que reviste el caso, determinar la titularidad sobre el total de 
envases que obran en poder de los consumidores, es una tarea que 
corresponde ser revisada a través de un proceso ordinario, el cual va a permitir 
un mayor despliegue probatorio. Sobre todo, considerando el breve trámite del 
proceso de amparo en el cual no se puede plantear un amplio debate sobre la 
titularidad del derecho, ya que por la propia finalidad del proceso (restituir 
derechos lesionados), éste centra su análisis en la lesividad del acto reclamado 
sobre los derechos ya titularizados. 
35. Sin perjuicio de ello, es claro que las situaciones detalladas en el punto 32 del 
Informe evidencian que existe una titularidad difusa sobre un cierto grupo de 
envases de cerveza, que si bien como señalábamos no son determinados ni 
determinables, existen en la realidad y no pueden ser desconocidos. En esa 
línea, sobre aquellos envases que están en poder de los consumidores, se 
requiere de una protección que implique tutelar bienes e intereses 
constitucionalmente difusos.   
36. Para ello, antes será preciso verificar si la demanda está dirigida a salvaguardar 
aspectos constitucionalmente protegidos de este derecho, ello de acuerdo a lo 
exigido en el numeral 1 del artículo 5° y  el artículo 38° del Código Procesal 
Constitucional. 
37. De acuerdo a lo invocado por el recurrente, el agravio al derecho de propiedad 
de los consumidores se habría instrumentado a través del dictado de medidas 
cautelares dirigidas contra Ambev, a través de las resoluciones judiciales N° 01 y 
N°0817, las cuales según indica restringen el uso y libre disposición de los 
envases de cerveza reclamados como de propiedad de los consumidores. Nos 
explicamos. 
38. Cuando uno es propietario de un bien, uno puede servirse directamente de su 
bien, percibir sus frutos y productos, y darle destino o condición conveniente a 
sus intereses, siempre que ejerza tales actividades en armonía con el bien 
                                                            
17 Dictadas por el Vigésimo Sexto Juzgado Especializado en lo Civil de Lima y  la Quinta Sala Civil de la   
Corte Superior de Lima, respectivamente. 
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común y dentro de los límites establecidos por la ley; e incluso podrá recuperarlo 
si alguien se ha apoderado de él sin derecho alguno.18 
39. En el caso en concreto, a criterio del recurrente, al evitar que Ambev tome 
posesión bajo cualquier título de los envases de 620 ml19, se estaba imponiendo 
una restricción hacia los consumidores finales quienes al haber adquirido 
lícitamente sus envases, no iban a poder usar y disponer libremente de ellos. Un 
ejemplo de ello será que los consumidores no podrán adquirir con sus envases, 
una cerveza de la marca competidora (Ambev), toda vez que las medidas  
cautelares dictadas limitan el destino del bien (envase de cerveza). 
40. Según el Tribunal Constitucional, tanto el derecho al uso y libre disposición 
forman parte del contenido protegido del derecho de propiedad: 
“Por otro lado, este colegiado considera pertinente puntualizar, en 
prospectiva de futuras demandas referidas al derecho de propiedad, 
que lo que constitucionalmente resulta amparable de dicho atributo 
fundamental está constituido esencialmente y como se puso de relieve 
en la sentencia recaída en el Exp. N°008-2003-AI/TC (Fundamento 26), 
por los elementos que la integran en su rol tanto de instituto sobre el 
que el Estado interviene bajo determinados supuestos, como de 
derecho individual de libre autodeterminación. Con lo primero se 
garantiza que el poder estatal o corporativo no invada los ámbitos de la 
propiedad fuera de lo permisiblemente aceptado por la Norma 
Fundamental. Con lo segundo, que la propiedad pueda responder a 
los supuestos mínimos de uso, usufructo y disposición.” 
20(Resaltado nuestro) 
41. Por lo tanto, podemos concluir que habiéndose acreditado la existencia de una 
titularidad difusa en el derecho de propiedad, es procedente la demanda de 
amparo en este extremo pues las medidas cautelares dictadas inciden sobre el 
derecho al uso y libre disposición de los envases, estos últimos atributos que 
forman parte del contenido constitucionalmente protegido del derecho de 
propiedad.  
                                                            
18 STC del Exp. N.º 0008-2003-AI/TC (fundamento 26) 
19 Con color ámbar, de boca redonda y pico rasurado con ribete sobresaliente, cuello delgado que va 
ampliando hasta llegar a la parte cóncava, además del tronco cilíndrico con base redonda, que se 
encuentran signados con un símbolo consistente en un triángulo que lleva las iniciales CFC a la altura 
del cuello de la botella. 
20 STC del Exp. N° 03773-2004-AA/TC ( fundamento 3) 
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Derecho a la tutela procesal efectiva 
42. Otro de los derechos invocados por el recurrente es el derecho a la tutela 
procesal efectiva, el cual comprende el acceso a la justicia y el debido proceso. 
Este derecho encuentra reconocimiento constitucional en el  inciso 3 artículo 
139° de nuestra Constitución, cuando reconoce el derecho al debido proceso y a 
la tutela  jurisdiccional efectiva.  
 
Artículo 139° 
(…) 3. La observancia del debido proceso y la tutela jurisdiccional. 
Ninguna persona puede ser desviada de la jurisdicción predeterminada 
por la ley, ni sometida a procedimiento distinto de los previamente 
establecidos, ni juzgada por órganos jurisdiccionales de excepción ni 
por comisiones especiales creadas al efecto, cualquiera sea su 
denominación.(Resaltado nuestro) 
 
43. En el caso que nos ocupa, el recurrente ha alegado la lesión a la tutela procesal 
efectiva, sosteniendo lo siguiente en su demanda: “(...) el juez especializado 
como los jueces superiores han agraviado el derecho de defensa -expresión del 
debido proceso- de los consumidores, pues han consolidado una resolución 
judicial firme que les impide utilizar libremente los envases de cerveza de su 
propiedad, pero lo han hecho en un proceso judicial en el que ningún 
consumidor, ni ningún representante de este colectivo difuso ha sido citado para 
manifestar su posición (...)” 
44. Al respecto debemos señalar que de acuerdo al Código de Consumo, uno de los 
derechos reconocidos a los consumidores en el inciso h) numeral 1.1. del 
Artículo 1°, es el derecho a ser escuchado de manera individual o colectiva a 
fin de defender sus intereses por intermedio de las entidades públicas o 
privadas de defensa del consumidor, empleando los medios que el ordenamiento 
jurídico permita. 
45. El derecho a la defensa constituye un derecho de naturaleza procesal que es 
parte integrante del derecho al debido proceso (derecho continente) y se 
encuentra reconocido en el numeral 14 del artículo 139° de la Constitución bajo 
los siguientes términos: 
“El principio de no ser privado del derecho de defensa en ningún 
estado del proceso. Toda persona será informada inmediatamente y 
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por escrito de la causa o las razones de su detención. Tiene derecho a 
comunicarse personalmente con un defensor de su elección y a ser 
asesorada por éste desde que es citada o detenida por cualquier 
autoridad.” (Resaltado nuestro) 
46. Es preciso señalar que este derecho ha sido entendido no sólo como un derecho 
fundamental, sino también como un principio, bajo el siguiente tenor: 
“(...) el derecho de defensa constituye un derecho fundamental de 
naturaleza procesal que conforma, a su vez, el ámbito del debido 
proceso, y sin el cual no podría reconocerse la garantía de este último. 
Por ello, en tanto derecho fundamental, se proyecta como principio 
de interdicción para afrontar cualquier indefensión y como principio 
de contradicción de los actos procesales que pudieran repercutir en la 
situación jurídica de algunas de las partes, sea en un proceso o 
procedimiento, o en el caso de un tercero con interés.”(Resaltado 
nuestro)21 
47. Asimismo, este derecho garantiza que (...) “los justiciables, en la protección de 
sus derechos y obligaciones, cualquiera sea su naturaleza (civil, mercantil, penal, 
laboral, etc.), no queden en estado de indefensión. El contenido esencial del 
derecho de defensa queda afectado cuando, en el seno de un proceso 
judicial, cualquiera de las partes resulta impedida, por actos concretos de 
los órganos judiciales, de ejercer los medios necesarios, suficientes y 
eficaces para defender sus derechos e intereses legítimos.”22 
 
48. En el caso en concreto, en principio debemos señalar que al igual que el 
derecho de propiedad,  la titularidad del derecho a la tutela procesal efectiva ha 
sido atribuida al colectivo difuso (los consumidores). De acuerdo a lo señalado 
por el demandante, la afectación al derecho a la tutela procesal efectiva, en 
específico, al derecho de defensa se habría configurado por el hecho de haberse 
dictado una orden cautelar que afecta la propiedad de los consumidores, sin que 
ningún representante del colectivo difuso haya sido citado a manifestar su 
posición.  Como es de advertirse, la falta de participación del colectivo difuso en 
el proceso cautelar habría ocasionado, según el demandante, el agravio al 
derecho de defensa.  
                                                            
21 STC del Exp. N° 05085-2006-AA/TC (fundamento 5) 




49. De una lectura detenida del contenido del derecho de defensa podemos advertir 
que la misma  contiene por un lado una prohibición dirigida a los jueces a no 
entorpecer el derecho de defensa en el proceso, y por otra parte, el deber de 
actuar en aras de garantizar una efectiva defensa.  
 
50. Al respecto, debemos señalar que lo invocado por el recurrente sí forma parte 
del contenido constitucionalmente protegido del derecho de defensa, en tanto se 
ha alegado que los consumidores se vieron impedidos de participar en el 
proceso principal y ejercer su defensa a causa de los actos de los jueces en el 
proceso, quienes no habían advertido que este proceso debió haberse tramitado 
en clave colectiva, es decir, con la participación de los consumidores pues se 
trata de una controversia que tiene como una las partes materiales a los propios 
consumidores, quienes no sólo son los destinatarios finales de los envases de 
cerveza, sino también son susceptibles de tener una titularidad difusa del 
derecho de propiedad sobre los envases. 
 
51. En ese sentido, considerando que  la defensa de los consumidores no fue 
garantizada por los jueces, al no habérsele comunicado sobre el proceso y haber 
dictado medidas sobre envases que se encuentran en su poder, es evidente que 
se ha dejado a los consumidores en una situación de indefensión. Por ende, 
corresponde que se declare procedente la demanda respecto a este extremo en 
la medida que se ha acreditado la existencia del derecho perteneciente a los 
consumidores y en tanto la invocación a este derecho está referida en forma 
directa al contenido constitucionalmente protegido del derecho de defensa. 
 
Legitimidad para obrar activa 
 
52. Otra de las cuestiones que resulta importante desarrollar en el presente Informe 
es la relativa a la legitimación procesal. Como se puede evidenciar la 
determinación de la legitimación procesal pasiva no reviste de mayores 
problemas, pues se permite la procedencia del amparo frente al acto u omisión 
de cualquier autoridad, funcionario o persona que vulnere o amenace un 
derecho fundamental, en este caso, los jueces de la Quinta Sala Civil y el 
Vigésimo Sexto Juzgado especializado en lo Civil de Lima. Sin embargo, la 
determinación de la legitimidad para obrar con respecto al demandante si puede 
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suscitar algunas posiciones diversas, las cuales finalmente nos van a  llevar a 
orientar la tutela del proceso de amparo de una forma particular. 
 
53.  En el caso que nos ocupa, el recurrente fundamentó su legitimidad para obrar 
activa en lo establecido en el artículo 40° del Código Procesal Constitucional, el 
cual señala que (...) puede interponer demanda de amparo cualquier persona 
cuando se trate de amenaza o violación del derecho al ambiente u otros 
derechos difusos que gocen de reconocimiento constitucional(...)” 
 
54. Al respecto debemos señalar que el citado Artículo 40° del Código Procesal 
Constitucional, parecería referirse únicamente a supuestos de representación 
procesal, sin embargo, cuando se refiere a intereses difusos, este esconde, en 
realidad, un supuesto de legitimación activa extraordinaria. Nos explicamos. 
 
55. Cuando el Código Procesal Constitucional en su artículo 39° se refiere a la 
legitimación en el proceso de amparo, la regla general es que el afectado sea la 
persona legitimada para interponer la demanda de amparo.  Esta disposición 
contiene un supuesto de legitimación procesal ordinaria, donde el sujeto 
legitimado para interponer la demanda de amparo es aquel que, según la 
descripción de los hechos contenidos en la demanda, es el titular de los 
derechos constitucionales cuya protección se solicita. (Salas, Ledesma y Eto, 
2015, p.432) 
 
56. En cambio, otro es el caso respecto a lo enunciado en el  primer párrafo  del 
artículo 40° del mismo texto normativo, en el cual se permite que un tercero 
distinto al afectado comparezca en el proceso con el fin de ejercer la defensa de 
este sujeto y de sus derechos. De acuerdo a esta disposición que regula el 
supuesto de representación procesal, “el afectado puede comparecer por medio 
de representante procesal (...)”; con lo cual se faculta al titular del derecho a 
optar por comparecer en el proceso por intermedio de un representante, quien 
actuará en su nombre.  
 
57. En esa línea, ya sea para la representación voluntaria o legal, concurren la 
presencia de dos sujetos, el representante y el representado. El primero de ellos 
(el representante) es aquel quien actúa en interés del representado y de acuerdo 
a sus directrices; el segundo (el representado) es quien teniendo la legitimidad 
para obrar otorga la facultad de actuar en el proceso a un tercero ya sea por 
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iniciativa propia o por mandato de la ley. En otras palabras, como señalaría 
Calamandrei “el representante hace valer en juicio un derecho ajeno en nombre 
ajeno”.(Calamandrei , 1973, citado en Arnaiz, 2006, p.205) 
 
58. Ahora bien, el tercer párrafo del artículo 40° del Código Procesal Constitucional, 
a diferencia de lo establecido en los párrafos anteriores, cuando se refiere a 
intereses difusos, faculta a “cualquier persona” para interponer una demanda de 
amparo. Sobre este aspecto, el Tribunal Constitucional ha tenido 
pronunciamientos disímiles, siendo que en uno de ellos ha señalado que el 
artículo 40° contiene supuestos de representación procesal23, mientras que en 
otros, refiere que para efectos de los derechos difusos contiene una legitimación 
colectiva o especial.24 
 
59. Así, el Tribunal Constitucional en  un proceso de amparo en el que se discutía el 
derecho al medio ambiente y otros derechos difusos se pronunció sobre el 
artículo 40° señalando que “el Código Procesal Constitucional acoge un tipo de 
legitimidad colectiva o especial en cuanto permite que cualquier persona pueda 
accionar judicialmente a fin de tutelar el ambiente. Ello implica que la persona 
que gestiona e interpone la demanda puede formar parte de la comunidad que 
se ve afectada de manera inmediata o ser un sujeto ajeno a tal comunidad. 
Adicionalmente incluye una legitimidad institucional que faculta a las 
asociaciones sin fines de lucro que desarrollen actividad relativa a la temática 
(v.g. asociaciones ambientalistas) para que puedan actuar en defensa de la 
comunidad.”25 
60. Al respecto, en el caso concreto en principio debemos de descartar de plano un 
supuesto de legitimación ordinaria, pues inclusive alguien que no pertenezca al 
grupo (y en consecuencia no se encuentre afectado) podrá interponer una 
demanda de amparo en nombre del colectivo. Asimismo, tampoco nos 
encontramos frente a la figura de la representación procesal, pues para ello, 
como comentábamos, sería necesario que el representado (quien vendrían a ser 
el afectado en sus derechos) ratifique la demanda y la actuación procesal que se 
ha realizado en su nombre; una situación practicante imposible en tanto se debe 
advertir que el titular del derecho es el colectivo difuso. 
                                                            
23 STC del EXP. N.° 0090-2005-PA/TC (fundamento 3) 
24 STC del EXP. N° 05270-2005-PA/TC (fundamento 11) 
25 STC del EXP. N° 05270-2005-PA/TC (fundamento 11) 
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61. En ese sentido, se advierte que el artículo 40° contiene en realidad un supuesto 
de legitimación extraordinaria, pues el interés directo de quien acciona no 
constituye un requisito para que una persona esté legitimada a accionar la 
defensa de los derechos de los consumidores. En otras palabras, no se requiere 
de un análisis de pertenencia del recurrente como miembro de la colectividad de 
consumidores para analizar la legitimidad, pues se ha prescindido de este 
análisis debido a que los consumidores son un grupo difícil de delimitar 
(consumidores indeterminados). 
62. Dicho de este modo,  se puede evidenciar que  ha sido el legislador, y no la 
parte afectada, quien ha atribuido la legitimación a “cualquier persona”, sin 
distinguir si forma parte o no del colectivo difuso, configurándose con ello la 
legitimidad extraordinaria amplia. 
63. Entonces, para el caso materia de análisis, queda claro que el recurrente no 
actuó con respecto a un interés particular, sino que éste avocó su defensa en 
función a intereses difusos, los cuales tienen como sus titulares a la colectividad 
de los consumidores. Siendo ello así, y habiendo evidenciado que se trataría de 
una legitimación para obrar extraordinaria, el recurrente se hallaría 
plenamente capacitado para accionar la jurisdicción constitucional en defensa de 
los derechos de los consumidores, sin necesidad que se le deba exigir probar 
una afectación directa a un interés propio. 
Problema jurídico 3: Las resoluciones emitidas por la Cuarta Sala Civil y Sala de 
Derecho Constitucional y Social de la Corte Suprema utilizaron  correctamente la 
figura de la improcedencia liminar, el concepto de “proceso regular” y el 
concepto de “firmeza”?  
64. En la presente sección, procederemos a analizar la declaración de 
improcedencia liminar por parte de los jueces de la Cuarta Sala Civil y  la Sala de 
Derecho Constitucional Social de la Corte Suprema (en adelante, “Sala de la 
Corte Suprema”). Para ello será necesario ahondar en los conceptos de 
“procedimiento regular” y “firmeza” de las resoluciones judiciales, los cuales han 
sido utilizados en las instancias judiciales para justificar el doble rechazo liminar.  
 
65. El rechazo liminar es aquella facultad que tiene el juez para declarar la 
improcedencia de una demanda al momento de calificarla, sin correr traslado al 
demandado. Esta atribución supone que “el juez, de oficio y antes de admitir la 
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demanda, debe examinar la presencia y satisfacción” de los presupuestos 
procesales. (Priori y Ariano, 2009, p.104) 
 
66. En el caso que nos ocupa, los jueces de la Cuarta Sala Civil declararon la 
improcedencia liminar de la demanda motivando su decisión en los siguientes 
argumentos: 
 De la resolución de primera y segunda instancia se evidencia que se ha 
seguido un proceso regular, agotando todas las instancias e interponiendo 
los medios impugnatorios que le franquea la ley. 
 No se ha evidenciado un manifiesto agravio a la violación de los derechos 
constitucionales difusos. 
 
67. De similar manera, la Sala de la Corte Suprema confirmó la decisión de primera 
instancia, sustentando su posición en los siguientes fundamentos: 
 El amparo no es procedente contra lo ordenado en una medida cautelar, 
pues por su propia naturaleza no es firme ni definitiva. 
 La ausencia de una manifiesta vulneración al derecho de propiedad y tutela 
procesal efectiva. 
 
68. De acuerdo al artículo 47° del Código Procesal Constitucional, si el juez 
considera que la demanda interpuesta es manifiestamente improcedente deberá 
motivar y/o fundamentar su decisión en las causales de improcedencia previstas 
en el artículo 5° del Código procesal Constitucional: 
Artículo 47.- Improcedencia liminar  
Si el Juez al calificar la demanda de amparo considera que ella resulta 
manifiestamente improcedente, lo declarará así expresando los 
fundamentos de su decisión. Se podrá rechazar liminarmente una 
demanda manifiestamente improcedente en los casos previstos 
por el artículo 5 del presente Código. (...) (Énfasis agregado) 
69. En el caso concreto, en las resoluciones emitidas en el proceso de amparo, tanto 
en primera como en segunda instancia, los jueces no especificaron la causal de 
improcedencia aplicable del artículo 5° del Código Procesal Constitucional, tal y 
como lo exige el propio artículo 47° del Código Procesal Constitucional. En su 
lugar, los jueces justificaron la improcedencia liminar en ciertas cuestiones que 
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no forman parte de un juicio de procedibilidad, sino que más bien, se refieren a 
un examen sobre la fundabilidad de la demanda. Veamos a que nos referimos. 
 
Sobre la existencia de un proceso regular 
70. De acuerdo al pronunciamiento efectuado por la Cuarta Sala Civil (tercer 
considerando de la Resolución N° 01 del 21 de julio de 2005) se declaró la 
improcedencia liminar porque, a criterio de los jueces, estaríamos ante un 
“proceso regular” (queriendo referirse a  “procedimiento regular” establecido en 
el Art. 200° de la Constitución) por lo siguiente: 
(...) se advierte de los anexos adjuntados a la demanda así como del 
propio dicho del actor que, se ha seguido un proceso regular, 
agotando todas instancias e interponiendo los medios 
impugnatorios que le franquea la ley, conforme puede evidenciarse 
de la resolución de primera instancia obrante a fojas diecinueve, así 
como la resolución de vista obrante a fojas cinco; por lo que se 
encuentra en el supuesto que establece el segundo párrafo del inciso 
segundo del artículo 200 de la Constitución Política del Perú. (Énfasis 
agregado) 
71. Como se puede apreciar, la Cuarta Sala Civil, ha reducido el concepto de 
“procedimiento regular” a aquel proceso donde sólo se respeten las garantías 
formales previstas en la ley (tales como las que establecen el juez natural, el 
procedimiento preestablecido, el derecho de defensa, a interponer medios 
impugnatorios, entre otros). En otras palabras, se ha equiparado la noción de 
“procedimiento regular” como sinónimo de “debido proceso formal”. 
 
72. Al respecto debemos advertir que estamos frente a un error conceptual, pues un 
el carácter de “irregular” no sólo se configura cuando no se respeten los 
derechos de índole procesal, sino también, inclusive, cuando se afecten 
derechos sustantivos en el desarrollo del mismo.  
 
73. De acuerdo al artículo 4° del Código Procesal Constitucional, el amparo procede 
contra resoluciones firmes dictadas con manifiesto agravio a la tutela procesal 
efectiva. Aquí el Código sustituye la expresión “procedimiento regular” prevista 
en la Constitución por la de “tutela procesal efectiva” (Abad S., 2017, p.374). De 
modo que se puede decir que el Código Procesal Constitucional  en su Artículo 
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4° ha interpretado “procedimiento irregular” como aquel proceso en el que no se 
han respetado el derecho a la tutela procesal efectiva, que comprende el acceso 
a la justicia y el debido proceso.  
 
74. Respecto al derecho al debido proceso, el Tribunal Constitucional, es claro al 
señalar que no se trata de un derecho de estricto carácter procesal y/o adjetivo. 
Al respecto ha señalado: 
De esta forma, el debido proceso no es sólo un derecho de 
connotación procesal, que se traduce, como antes se ha dicho, en el 
respeto de determinados atributos, sino también una institución más 
compleja, "que no alude sólo a un proceso intrínsecamente correcto y 
leal, ´justo´ sobre el plano de las modalidades de su tránsito, sino 
también a un proceso capaz de consentir la consecución de 
resultados esperados, en el sentido de oportunidad y de 
eficacia.(Resaltado nuestro) 26 
 
75. En ese sentido, el derecho al debido proceso, contrario a lo señalado, es un 
derecho que comprende  una doble dimensión: formal y sustantiva. Esta noción 
más amplia del debido proceso, abarca la protección ante cualquier vulneración 
a un derecho fundamental, y no sólo de los derechos que se encuentran 
expresamente listados “enunciativamente” en el Artículo 4° del Código Procesal 
Constitucional. 
 
76. Por ello, hablar de un “procedimiento irregular” significa referirse a aquel proceso 
donde se lesionen derechos fundamentales, ya sean derechos procesales y/o  
sustantivos. Ello se condice también con la noción amplia que se le ha atribuido 
al derecho al debido proceso, comprendido como aquel proceso en el cual se 
respeten las pautas procedimentales (dimensión procesal), y se realice acorde a 
los  estándares de justicia, pues para ser “debido” o “justo”, debe ser compatible 
con los principios de razonabilidad y proporcionalidad. (dimensión sustancial).  
 
77. Por lo tanto, en el caso en concreto es preciso advertir que se ha configurado un 
vicio en la motivación, en tanto se ha utilizado una noción del “debido proceso” o 
“proceso regular” de forma restrictiva, encasillándolo únicamente a su dimensión 
                                                            
26 STC del Exp. N.° 2192-2002-HC/TC (fundamento 1) y  Exp. N.° 2169-2002-HC/TC (fundamento 1). 
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formal sin evaluar si la decisión judicial ha sido tomada a la luz de los 
principios de razonabilidad y proporcionalidad. 
 
78. Finalmente, cabe señalar que en segunda instancia la Sala de la Corte Suprema 
no se pronunció en lo referente a este extremo, sino que más bien justificó la 
improcedencia liminar en la falta de firmeza de la resolución judicial y la ausencia 
de un manifiesto agravio a la tutela procesal efectiva, como veremos a 
continuación. 
 
Sobre la firmeza de la resolución cautelar 
 
79. El auto de fecha 15 de diciembre de 2005 de la Sala de Derecho Constitucional y 
Social de la Corte Suprema (en adelante, la “Sala de la Corte Suprema”) que 
resuelve en segunda instancia la demanda de amparo confirmó la improcedencia 
liminar declarada por la instancia judicial anterior, alegando principalmente que la 
naturaleza variable de la medida cautelar no haría posible su cuestionamiento 
vía constitucional, pues no se trataría de una resolución firme, tal y como lo exige 
el artículo 4° del Código Procesal Constitucional el cual señala lo siguiente: 
 
Artículo 4.- Procedencia respecto de resoluciones judiciales  
El amparo procede respecto de resoluciones judiciales firmes 
dictadas con manifiesto agravio a la tutela procesal efectiva, que 
comprende el acceso a la justicia y el debido proceso. Es improcedente 
cuando el agraviado dejó consentir la resolución que dice afectarlo. 
(Resaltado nuestro) 
 
80. En el citado auto, la Sala de la Corte Suprema sostuvo en su quinto 
considerando que las medidas cautelares al ser provisorias, instrumentales y 
variables, no son definitivas ni inmutables; por ello, consecuentemente, el 
proceso de amparo no sería procedente contra tales medidas.  Expresamente 
señaló: 
Quinto: (...) el amparo en contra de resoluciones judiciales únicamente 
es procedente cuando se trate de resoluciones judiciales firmes y 
definitivas, ya que mientras ello no ocurra, será factible aún corregir lo 
decidido a través del uso de los medios impugnatorios y demás medios 
de defensa previstos en la ley procesal; por esta razón, ha de 
entenderse que el amparo no es procedente en contra de lo 
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ordenado en una medida cautelar, pues por su propia naturaleza tal 
medida no es firme ni definitiva, por el contrario, la validez de lo 
ordenado vía medida cautelar, necesariamente estará supeditado al 
eventual cambio de las circunstancias de hecho y derecho que le 
sirvieron de sustento. 
 
81. Al respecto, debemos manifestar que el criterio utilizado por la Sala de la Corte 
Suprema no es correcto, en tanto  habría equiparado la condición de “firmeza” de 
una resolución judicial con la característica de la “variabilidad” de las medidas 
cautelares, dos conceptos completamente distintos. 
 
82. Como es de apreciarse, la Sala de la Corte Suprema no ha reparado sobre el 
concepto de firmeza. De hecho, ha asumido equivocadamente que la 
variabilidad propia de las medidas cautelares regulada en el Artículo 617° del 
Código Procesal Civil, irrumpe con el concepto de firmeza de las resoluciones 
judiciales, por el solo hecho de que existe la posibilidad de que el juez pueda 
variar y/o modificar la medida cautelar dictada. 
 
83. De acuerdo con Montero Aroca (1996, p. 257), la condición de  firmeza se refiere 
a la cualidad de inimpugnable que puede adquirir una resolución judicial, al no 
prever la ley recurso alguno contra ella o al haber operado la preclusión. Según 
lo señalado por este autor, la firmeza es, por tanto,  un efecto de todas las 
resoluciones que pueden dictarse en el proceso civil, que se produce en el 
mismo proceso en el que la resolución se dicta y que afecta únicamente a las 
partes de este proceso. 
 
84. Del mismo modo, Percy H. Sevilla (2017, p.212) señala que la firmeza es un 
efecto propio de todas las resoluciones judiciales, y no solo de las sentencias, en 
cuanto todas pueden convertirse en firmes, esto es, en cuanto contra ellas no 
puede caber recurso alguno, ni ordinario ni extraordinario, ya sea por su propia 
naturaleza, ya por haber sido “consentidas” por las partes. 
 
85. En este sentido, el concepto de firmeza ha sido entendido por la doctrina como 
la condición que adquiere toda resolución cuando sobre la misma no prospera 
ningún recurso impugnatorio u otro medio de defensa dentro del proceso. De 
acuerdo a estos autores, la condición de firmeza puede ser adquirida por toda 
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resolución, sin distinción de si se trata de una resolución de mérito (que se 
pronuncia sobre el fondo) o se trate de una resolución de índole procesal. 
 
86. De manera similar, el Tribunal Constitucional en reiterada jurisprudencia27 ha 
señalado que una resolución adquiere el carácter de firme cuando se han 
agotado todos los medios impugnatorios legalmente previstos, siempre que 
estos tengan la posibilidad real de revertir los efectos de la resolución que se 
impugna.28 Asimismo, también ha señalado que “(…) resolución judicial firme, 
debe entenderse a aquella contra la que se han agotado los recursos previstos 
por la ley procesal de la materia”.29 
 
87. En este sentido, el concepto de “firmeza” es la cualidad que llega a adquirir toda 
resolución judicial cuando sobre ella  no proceden medios impugnatorios u otros 
remedios procesales que prevé la ley procesal de la materia. Es la cualidad que 
adquiere toda resolución judicial en el curso de su tramitación procedimental.  
 
88. En cambio, la variabilidad, es una característica propia de las medidas 
cautelares, la cual deriva de la cláusula rebus sic stantibus y  faculta a la parte 
afectada con una medida cautelar a reproponer la discusión sobre la idoneidad 
de aquélla, alegando la ausencia de alguno de los presupuestos bajo los cuales 
fue concedida, precisamente como producto de la “alteración de las 
circunstancias” (Rioja A., 2010). Sin embargo, ello no quiere decir que la 
variabilidad sea equiparable a un remedio procesal que sirva para modificar la 
decisión, pues la variabilidad depende únicamente del cambio en las 
circunstancias fácticas la cual termina alterando alguno de los presupuestos y 
permite adaptar la medida dictada. 
89. Como señala Ledesma “Cuantas veces cambie la situación que motivó la 
expedición de una medida cautelar, el juez podrá modificarla, por ello se dice 
que a través de la variación se busca adaptar la medida al logro de su función” 
(Ledesma 2013: p.493). En este sentido, siempre que concurran los mismos 
presupuestos, no será posible que se emita una nueva resolución judicial que 
varíe la decisión cautelar (ya sea concediendo o levantando las medidas), dado 
que sobre estas circunstancias de hecho ya se ha dictado un pronunciamiento 
definitivo que goza de cierto grado de estabilidad. 
                                                            
27  STC del Exp. Nº 2494-2005-AA/TC, EXP. N.° 00119-2013-PA/TC y Exp. N.° 02916-2011-PA/TC 
28 STC del Exp. Nº 03388-2013-PA/TC (fundamento 3) 
29 STC del Exp Nº  4107-2004-HC/TC (fundamento 5) 
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90. De esa forma, teniendo en cuenta estos aspectos, puede evidenciarse que el 
razonamiento esbozado por la Sala de la Corte Suprema, contiene una 
confusión entre condición de firmeza de las resoluciones judiciales y la 
variabilidad de las medidas cautelares.  En primer lugar, porque no advierte que 
el proceso cautelar es un proceso en el cual si bien se emite una decisión 
provisional, dentro de su trámite procesal se puede llegar obtener una resolución 
firme a través del agotamiento de los recursos y remedios procesales fijados, o, 
cuando se deje consentir la misma; y, en segundo lugar, porque aduce 
erróneamente que la variabilidad es una suerte de remedio procesal. 
91. Por todo lo expuesto, debemos señalar tajantemente que la variabilidad de las 
medidas cautelares en nada incide para que una resolución llegue a adquirir 
firmeza, pues la firmeza se encuentra ligada al trámite procesal, mientras que la 
variabilidad de las medidas cautelares está referida a la posibilidad de modificar 
dichas medidas, en tanto varíen las circunstancias que le sirvieron de 
sustento.  
92. En este sentido, habiendo evidenciado la confusión conceptual en que ha 
incurrido la Sala de la Corte Suprema,  debemos señalar que, contrario a lo 
señalado, en el caso en concreto estamos ante la presencia de una resolución 
firme. En definitiva, la Resolución N° 08 de fecha 18 de mayo de 2005, 
invocada por el demandante, alcanzó firmeza cuando con la apelación, la Quinta 
Sala de la Corte Superior de Lima confirmara la decisión en segunda instancia, 
pues sobre esta resolución no cabe la interposición de recurso impugnatorio 
alguno o remedio procesal que logre revertir el resultado de la resolución. 
93. Asumir una interpretación en contrario, haría que no sea posible cuestionar 
ninguna de las resoluciones cautelares expedidas dentro de un proceso cautelar, 
creando con ello zonas exentas de control constitucional, tal y como hemos 
evidenciado en la primera sección del presente Informe (del punto 1 al 10). Una 
interpretación a todas luces contraria al principio de supremacía normativa de la 
Constitución y al principio de interdicción de la arbitrariedad.  
Manifiesta vulneración a los derechos difusos 
94. Otra de las razones que utilizaron tanto la Cuarta Sala Civil como la Sala de la 
Corte Suprema para el rechazo liminar de la demanda fue sostener que no se 
había evidenciado una manifiesta vulneración a los derechos invocados 
(derecho de propiedad y tutela procesal efectiva de los consumidores). 
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95. La Cuarta Sala Civil señaló “no se evidencia un manifiesto agravio a la violación 
de derechos constitucionales difusos ya que las situaciones fácticas narradas 
en la incoada han sido materia de análisis en el respectivo proceso (....)”.  
96. Asimismo, la Sala de la Corte Suprema sostuvo por su parte lo siguiente: 
“Sexto: Que debe tenerse en cuenta que en el presente caso se ha 
denunciado la violación de derechos constitucional de propiedad, de la 
tutela jurisdiccional efectiva, la que habría sido cometida por una 
autoridad jurisdiccional en ejercicio de sus funciones; por tanto, para la 
protección de tales derechos, es necesario que la violación o 
amenaza de derechos sea cierta y liquida, esto es, que sea 
evidente; por ello el artículo 4 del Código Procesal Constitucional 
ha  previsto el amparo contra resoluciones judiciales firmes sólo es 
procedente cuando la vulneración de la tutela procesal efectiva sea 
manifiesta. 
Sétimo: Que, de otro lado resultaría inconstitucional que vía amparo el 
juez constitucional se inmiscuya en un proceso en trámite, donde por la 
naturaleza y característica de la medida cautelar, cualquier agravio que 
pueda irrogarse al afectado directo (al llevar insita la cláusula rebus sic 
stantibus) se resarce con la contracautela fijada.” 
97. Sobre el particular, es importante mencionar  que en el caso en concreto, los 
jueces de las instancias precedentes si bien se pronunciaron sobre este extremo, 
lo hicieron sin efectuar un mayor análisis al respecto, vulnerando con ello, el 
derecho a la motivación del recurrente. Nos explicamos.  
98. De una lectura del pronunciamiento de primera instancia, es de advertirse que 
éste contiene una motivación insuficiente, en tanto, centra únicamente su 
razonamiento en señalar que los hechos narrados han sido analizados en el 
proceso, omitiendo que el recurrente y, en general, los consumidores, no habían 
participado del proceso; y, sin analizar si la decisión arribada (decisión cautelar) 
se siguió bajo los criterios de razonabilidad y proporcionalidad exigidos en el 
artículo 200° de la Constitución. 
99. Por otro lado, con respecto al pronunciamiento de la Sala de la Corte Suprema 
en este extremo, advertimos que la redacción de la fundamentación no es clara 
en relación a las inferencias planteadas. En efecto, se evidencia del 
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considerando sexto del auto de fecha 15 de diciembre de 2005, que su 
razonamiento  se encuentra incompleto, en tanto parte de premisas que 
finalmente no arriban a una conclusión que dé razones sobre si es que existe o 
no una manifiesta vulneración a los derechos invocados en el caso concreto. En 
ese sentido, la citada decisión ha incurrido en una motivación aparente, en el 
sentido que no da cuenta de las razones o análisis mínimo que sustenten su 
decisión. 
100. La ausencia de análisis sobre todos estos aspectos es muy relevante, ya que 
implica que tanto la Resolución N°01 de la Cuarta Sala Civil, al igual que el auto 
de la Sala de la Corte Suprema, de primera y segunda instancia 
respectivamente, carezcan de la exigencia de motivación que debe tener toda 
decisión judicial, calificada como garantía frente a la arbitrariedad.  
101. Sobre esta cuestión, es preciso señalar que el derecho a la debida motivación de 
las resoluciones judiciales es una garantía del justiciable frente a la arbitrariedad 
judicial y garantiza que las resoluciones no se encuentren justificadas en el mero 
capricho de los magistrados, sino en datos objetivos que proporciona el 
ordenamiento jurídico o los que se derivan del caso. Sin embargo, no todo ni 
cualquier error en el que eventualmente incurra una resolución judicial constituye 
automáticamente una violación del contenido constitucionalmente protegido del 
derecho a la motivación de las resoluciones judiciales.30 
102. Siguiendo al Tribunal Constitucional: 
La necesidad de que las resoluciones judiciales sean motivadas es un 
principio que informa el ejercicio de la función jurisdiccional y, al mismo 
tiempo, un derecho fundamental de los justiciables. Mediante ella, por 
un lado, se garantiza que la administración de justicia se lleve a cabo de 
conformidad con la Constitución y las leyes (artículo 138° de la 
Constitución) y, por otro, que los justiciables puedan ejercer / de manera 
efectiva su derecho de defensa.31 
103. Ahora bien, para el rechazo de plano de una demanda se exige un deber 
especial de motivación en la medida que esta facultad que tienen los jueces de 
rechazar liminarmente supone una restricción al derecho al acceso a la justicia, 
el cual es un componente esencial del derecho a la tutela jurisdiccional efectiva.  
                                                            
30STC del Exp. N° 00728-2008-PHC/TC (Fundamento 7) 
31 STC del Exp. EXP. N° 7222-2005-PHC/TC (Fundamento 2) 
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104.  En ese sentido, tal y como lo exige el artículo 47° del Código Procesal 
Constitucional “Si el juez al calificar la demanda de amparo considera que ella 
resulta manifiestamente improcedente, lo declarará así expresando los 
fundamentos de su decisión”. Esta fundamentación debe cumplir con ser 
adecuada, suficiente y razonable. 
105. Como se verifica en el presente caso, ambas resoluciones judiciales contienen 
serios defectos en su motivación al pronunciarse no sólo con respecto a la 
manifiesta vulneración de los derechos difusos, sino también con respecto a los 
argumentos antes expuestos (referidos al “proceso regular” y la firmeza de las 
resoluciones). 
106. Por lo tanto, en virtud a lo expuesto, podemos concluir señalando que se ha 
hecho un uso indebido del rechazo liminar por parte de los jueces de la Cuarta 
Sala Civil y la Sala de la Corte Suprema, y en consecuencia se ha vulnerado el 
derecho al acceso a la justicia del recurrente, quien se ha visto impedido de 
accionar la jurisdicción constitucional en defensa de los derechos difusos de los 
consumidores. 
Problema jurídico 4: ¿El Tribunal Constitucional resolvió adecuadamente la 
demanda de amparo planteada por el recurrente? Si no fue así ¿Cómo debió 
resolver? 
107. Según el inciso 2 del artículo 202° de la Constitución establece que corresponde 
al Tribunal Constitucional: “(…) 2. Conocer, en última y definitiva instancia, las 
resoluciones denegatorias de hábeas corpus, amparo, hábeas data, y acción 
de cumplimiento” 
108. En el caso que nos ocupa, al haber sido rechazada la demanda de amparo del 
recurrente en las instancias judiciales precedentes, en virtud del artículo 18° del 
Código Procesal Constitucional, el recurrente interpuso recurso de agravio 
constitucional contra la resolución de la Sala de la Corte Suprema que declara la 
improcedencia de la demanda (recurso que no obra en el expediente materia de 
análisis) para que sea el Tribunal Constitucional quien resuelva en forma 
definitiva la controversia suscitada. 
109. El Tribunal Constitucional al momento de resolver declaró la improcedencia 
liminar de la demanda de amparo sobre la base de los siguientes argumentos: 
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i. El derecho a la propiedad de los consumidores se encuentra en 
controversia y no puede dilucidarse en el amparo porque este carece de 
etapa probatoria. 
ii. No se habría acreditado una denegatoria definitiva al derecho de 
defensa por parte de las instancias judiciales ordinarias. 
110. Al respecto debemos señalar que de acuerdo al Tribunal Constitucional en el 
caso seguido bajo Exp. STC 4587-2004-AA, en específico en el fundamento 
jurídico 10, ha manifestado que la improcedencia liminar en esta variante del 
amparo procede cuando: 
En efecto, el juez podrá declarar liminalmente improcedente una 
demanda de amparo contra una resolución judicial, ya sea cuando de 
una evaluación de los hechos y el petitorio se infiera que éstos no 
están referidos a un derecho reconocido en la Ley Fundamental, o 
cuando habiéndose alegado la lesión de un derecho constitucional 
procesal, sin embargo, es evidente que el acto reclamado no incide 
sobre el ámbito constitucionalmente protegido del mismo. 
En otras palabras, cuando estemos ante la causal de improcedencia prevista en 
el numeral 1, Artículo 5° del Código Procesal Constitucional. 
111. Como se logra evidenciar en el caso en concreto no se han configurado estas 
causales, en tanto que lo alegado por el recurrente responde a derechos 
fundamentales plenamente reconocidos en la Constitución en sus artículos 70° 
(derecho de propiedad) y 139° (derecho a la tutela procesal efectiva) 
respectivamente. Asimismo, en lo alegado por el recurrente, el acto lesivo si 
incide sobre el contenido constitucionalmente protegido de  los derechos 
invocados, tal y como hemos desarrollados en los puntos 17 al 51 del presente 
Informe. 
112. Ahora bien, como es de apreciarse los argumentos utilizados por el Tribunal para 
justificar el rechazo liminar, se avocan por un lado, a la falta de certeza sobre la 
titularidad del derecho de propiedad;  y por otro, a la falta de un pronunciamiento 
expreso de los jueces donde se plasme la negativa de permitir la defensa de los 
consumidores dentro del proceso. 
113. Con relación al primer argumento esbozado por el Tribunal Constitucional 
referido a que el derecho de propiedad sobre los envases es un aspecto que se 
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encuentra en controversia; debemos señalar que pese a que el artículo 9° del 
Código Procesal Constitucional señala que en el amparo no existe etapa 
probatoria, ello no significa que los derechos que se aleguen como afectados no 
deban sustentarse. Por regla general, toda alegación debe estar debidamente 
acreditada, y en los procesos de amparo, deben sustentarse a través de medios 
probatorios de actuación inmediata de modo que no se afecte el carácter 
sumario del proceso, y a su vez, se logre crear convicción en el juez sobre los 
hechos y los derechos invocados.  
114. Ahora, si bien es cierto que el amparo no es la vía idónea para dilucidar la 
titularidad de este derecho como de ninguno otro, pues es un proceso restitutivo 
de derechos y no uno constitutivo de derechos; también es cierto que la 
titularidad de los derechos invocados en el amparo no puede ser un aspecto que 
sea dejado de lado, más aun cuando de una lectura integral del artículo 9º del 
Código Procesal Constitucional se puede evidenciar que si pueden realizarse 
actuaciones probatorias siempre que los medios que se presenten sean de 
actuación inmediata. 
115.  Por lo tanto, considerando que en el caso en concreto, el recurrente sustentó el 
derecho de propiedad en una prueba documental (Sentencia del TC Exp. N° 
3315-2004-AA/TC) que es una prueba de actuación inmediata, se puede concluir 
que el Tribunal no ha efectuado una correcta interpretación del artículo 9º del 
Código Procesal Constitucional, y con ello ha desestimado injustificadamente la 
pretensión del recurrente en este extremo sin valorar lo señalado en la referida 
sentencia. 
116. Por otro lado, con respecto al análisis hecho sobre el derecho de defensa de los 
consumidores, podemos evidenciar que la conclusión arribada por el Tribunal 
Constitucional no sólo se ha ceñido al proceso cautelar, sino que ha abarcado el 
proceso principal en curso. Al respecto, señaló: “Que la medida cautelar ha sido 
dirigida contra AMBEV y no contra los consumidores. De otro lado, a fojas 79 del 
cuadernillo de la Corte Suprema, Unión de Cervecerías Peruana Backus y 
Johnston S.A.A. señala que en el proceso declarativo de propiedad seguido 
ante el 26° Juzgado Civil de Lima, Compañía Cervecera AMBEV Perú 
formuló denuncia civil a fin de que fueran incorporados a dicho proceso 
los consumidores finales que hayan adquirido válidamente sus envases de 
cerveza , el Ministerio Público, tres asociaciones de usuarios y 
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consumidores, pedido que fuera rechazado por el juzgado con fecha 31 de 
enero de 2005.” 
117.  De la redacción de la motivación en este extremo, se entiende que a criterio del 
Tribunal, el recurrente no habría agotado todos los medios de defensa existentes 
en el proceso, por lo tanto, al ser el amparo una vía residual no cabría su 
cuestionamiento en la vía constitucional. Así lo da a entender cuando concluye 
señalando: “(…) tal extremo debe ser declarado improcedente, puesto que el 
artículo 4° del Código Procesal Constitucional exige que las instancias judiciales 
ordinarias deben haber denegado en forma definitiva la protección del derecho 
fundamental antes de acudir a la justicia constitucional”.  
118. De esa forma, el  Tribunal ha pretendido exigir a quien no fue parte del proceso 
judicial el despliegue de actuaciones “procesales”, como cuando, señala en el 
considerando 9 que el recurrente no ha acreditado haber interpuesto recurso 
impugnatorio a la denuncia civil. La argumentación utilizada es ciertamente 
tendenciosa32 pues a pesar de que en el proceso ordinario se ha rechazado la 
denuncia civil (la cual constituye una denegación a la incorporación de los 
consumidores en el proceso) se pretende que el recurrente interponga medios 
impugnatorios que no son viables, pues al nunca haber sido incorporados al 
proceso, ni haber tomado conocimiento de dicha petición de intervención, nunca 
tuvieron la posibilidad de impugnar. 
119. Por todo lo expuesto, consideramos que el Tribunal en esta oportunidad ha 
emitido un pronunciamiento sobre la base de una argumentación insuficiente, 
que no permite corroborar que las causales de improcedencia liminar sean 
manifiestas, esto es, que de la sola lectura de la demanda permita constatar, sin 
mayor debate probatorio, la evidencia de que la pretensión no podía ser 
canalizada a través del amparo (Abad, 2017, p.185).  
120. En consecuencia, se evidencia un uso incorrecto del rechazo liminar por parte 
del Tribunal Constitucional, quien no ha valorado el medio probatorio presentado 
para acreditar el derecho de propiedad de los consumidores y tampoco ha 
emitido una fundamentación adecuada con respecto al derecho de defensa. Por 
                                                            
32 El Tribunal Constitucional al momento de resolver señaló en su fundamento jurídico  9 lo siguiente: 
“ 
9. Que, al respecto, el recurrente no ha acreditado que contra dicha denuncia civil se interpusiera los 
recursos impugnatorios correspondientes o que aquel haya intentado comparecer en el proceso cautelar o 




ende, se ha configurado una vulneración al derecho de acceso a la justicia del 
recurrente, a través de este pronunciamiento definitivo en sede constitucional. 
¿Cómo debió resolver la controversia el Tribunal Constitucional? 
121. Para resolver la controversia suscitada, existen dos aspectos primordiales que 
serán tomados en cuenta. El primero aspecto es el hecho de que el debate se 
centra en  la protección de derechos de carácter difuso, los cuales al ser de 
naturaleza supraindividual o colectiva, requieren de una tutela jurisdiccional 
diferenciada, pues sobre esta clase de derechos existe una especie de 
comunión tipificada por el hecho de que la satisfacción de uno solo implica 
necesariamente la satisfacción de todos, así como la lesión de uno solo 
constituye, ipso facto, la lesión de todo el grupo ( Aguirrezabal, 2012).  
122. Como segundo aspecto se tomará en cuenta que estamos ante la presencia de 
derechos de consumidores, los cuales tienen una posición preferente en nuestro 
ordenamiento, ya que los consumidores no son sólo los receptores de los bienes 
dentro de la relación de consumo sino que son el fin de toda actividad 
económica33; y, por lo tanto, sobre sus intereses recae el deber tuitivo por parte 
del Estado. 
123. Teniendo en cuenta lo anterior, partiremos por (i) la identificación del grupo o 
colectivo que se dice afectado, (ii) la identificación de aspectos que afecten al 
individuo y al colectivo, y, (iii) la determinación de la prevalencia de uno de los 
aspectos por sobre el otro. De modo que nos permita saber el tipo de tutela que 
amerita tener el presente caso. 
124. En el caso en concreto, como señalábamos los derechos invocados por el 
recurrente son derechos de los consumidores, los cuales se encuentra 
reconocidos en el Artículo 65º de la Constitución y los cuales poseen como parte 
de su contenido, el derecho a la protección judicial de sus derechos e intereses.  
125. De esta forma, tenemos que el recurrente alegó la vulneración a los derechos a 
la propiedad y a la tutela procesal efectiva de los consumidores por la resolución 
cautelar que confirmó las medidas cautelares dictadas a favor de Backus, las 
cuales a criterio del recurrente recaen sobre bienes que son de su propiedad.  
                                                            
33 STC recaída en Exp. N.º 0008-2003-AI/TC (fundamento 28) 
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126. Según el recurrente, los consumidores poseen el derecho de propiedad sobre 
los envases de cerveza en virtud a lo señalado en la sentencia del propio 
Tribunal en el Caso Agua Pura Rovic (STC recaída en Exp. 3315-2004-AA/TC): 
“ (…)este Colegiado asume que son  los consumidores de un 
producto quienes, tras haberlos adquirido libremente en el tráfico 
comercial, se convierten en propietarios absolutos del envase o 
recipiente que lo contenía y, por lo tanto, son los únicos que pueden 
decidir acerca de la utilidad que le otorgan o el destino que le imponen 
dentro o fuera del mismo tráfico comercial en el que lo adquieran, 
resultando inadmisible en dicho contexto que, por intereses comerciales 
que no son de su incumbencia, se pretenda privarlos de una libertad tan 
elemental como es la libre disposición de su propiedad.” (Resaltado 
nuestro) 
127. Hasta este punto es  claro que el derecho de propiedad alegado no es el típico 
derecho individual de propiedad, sino que se trata de un derecho de incidencia 
colectiva; por ello, se analizará el derecho de propiedad así como el derecho a la 
tutela procesal efectiva en clave colectiva.  
128. De acuerdo por lo señalado por el recurrente, las medidas cautelares dictadas 
por los jueces de primera y segunda instancia en el proceso cautelar afectan el 
derecho al uso y a la libre disposición de los consumidores sobre los envases 
que tienen en su poder. Como podemos evidenciar en esta primera 
aproximación la afectación al derecho se encuentra formulada desde una 
perspectiva individual y a su vez colectiva, pues si bien el uso y la libre 
disposición son facultades ejercidas por  cada consumidor como sujeto 
individual, los efectos de estas medidas se replicaran a todo el grupo, quienes se 
verán privados de ejercerlas.  
129. Entonces, se desprende que la afectación que producirían las medidas 
cautelares (el no poder usar y disponer libremente) es un aspecto común a todo 
el grupo de consumidores, mientras que un aspecto más individual sería, por 
ejemplo, la afectación con respecto al número de botellas que cada consumidor 
tiene en su poder. Del mismo modo, según lo alegado por el recurrente, como 
consecuencia a no poder usar y disponer de los envases se generará un 
impedimento para que los consumidores puedan adquirir cervezas de otras 
marcas (cerveza Brahma, por ejemplo). 
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130. En ese sentido, la decisión que se tome en el presente proceso de amparo es 
sumamente relevante porque tendrá  efectos en el mercado cervecero peruano y 
es probable que incida en aspectos relativos a la libre competencia, pues 
recordemos que existe una denuncia ante el INDECOPI en contra de Backus por 
presuntas infracciones a la norma de libre competencia. Ello aunado a que 
podría repercutir sobre el derecho de los consumidores a elegir libremente, 
derecho reconocido en el inciso f) numeral 1.1 del Artículo 1° del Código de 
Consumo34. 
131. Teniendo en consideración la trascendencia social que tiene el resolver esta 
controversia y sin más preámbulo, a continuación procederemos a manifestar 
nuestra posición sobre como debió haber sido resuelta esta controversia por el 
Tribunal Constitucional. 
132. En primer lugar, como hemos evidenciado en las secciones anteriores los 
pronunciamientos de primera y segunda instancia del proceso de amparo 
contenían serios vicios en la motivación lo cual conllevó a que se utilice de forma 
impertinente la figura del rechazo liminar. 
133. En la jurisprudencia actual se ha reconocido que existen tres caminos por los 
cuales podría optar el Tribunal Constitucional ante este escenario de doble 
rechazo liminar: 
i. Declarar la nulidad de lo decidido por las instancias judiciales, 
disponiendo que se admita a trámite la demanda. 
ii. El de emitir un pronunciamiento sobre el fondo de asunto, en aplicación 
del principio de elasticidad recogido en el artículo III del Título 
Preliminar del Código Procesal, en cuanto permite adaptar las 
formalidades al logro de la finalidad de los procesos constitucionales. 
iii. Extraordinariamente, y cuando ninguno de los dos procedimientos 
anteriores pudiera ser llevado a cabo, podría disponerse que se corra 
traslado del recurso de agravio constitucional al demandado para que 
exponga sus argumentos.35 
                                                            
34 Artículo 1° del Código de Consumo  
(…) 
f. Derecho a elegir libremente entre productos y servicios idóneos y de calidad, conforme a la normativa 
pertinente, que se ofrezcan en el mercado y a ser informados por el proveedor sobre los que cuenta. 
35 STC del Exp N° 02053-2013-PA (fundamento 8) 
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134. Con respecto a la primera opción, de acuerdo al segundo párrafo del Artículo 20° 
del Código Procesal Constitucional, el Tribunal al momento de resolver el 
recurso de agravio constitucional interpuesto contra la resolución de rechazo 
liminar puede proceder de la siguiente manera: 
“(…) Si el Tribunal considera que la resolución impugnada ha sido 
expedida incurriéndose en un vicio del proceso que ha afectado el 
sentido de la decisión, la anulará y ordenará se reponga el trámite al 
estado inmediato anterior a la ocurrencia del vicio. Sin embargo, si el 
vicio incurrido solo alcanza a la resolución impugnada, el Tribunal la 
revoca y procede a pronunciarse sobre el fondo.” 
135.  De acuerdo al Tribunal Constitucional la declaración de invalidez de lo resuelto 
por el a quo y el ad quem solo resultará procedente  en aquellos casos en los 
que el vicio procesal pudiera afectar derechos constitucionales de alguno de los 
sujetos que participan en el proceso. En particular, del emplazado con la 
demanda, cuya intervención y defensa pueda haber quedado frustrada como 
consecuencia precisamente del rechazo liminar.36 
136. En el caso en concreto, a pesar del doble rechazo liminar en las instancias 
judiciales previas del proceso de amparo, no se ha vulnerado el derecho de 
defensa de la contraparte, en la medida que, la parte demandada, a través del 
procurador público del Poder Judicial, ha tomado conocimiento del trámite del 
proceso. Como prueba de ello tenemos los siguientes documentos: 
 Cargos obrantes en el expediente, donde se evidencia que el 
procurador público fue notificado con la Resolución N°2, la misma que 
elevó los actuados a la Sala de la Corte Suprema.  
 El escrito de fecha 27 de septiembre de 2005, donde el procurador 
público del Poder Judicial se apersonó al proceso, y, solicitó que se le 
notifique la demanda, anexos y la Resolución que rechazó la demanda 
de amparo. 
 El cargo de fecha 12 de octubre de 2005 donde se evidencia que le 
fueron notificados al procurador público, de acuerdo a lo solicitado, la 
copia de la demanda, anexos y la Resolución N°01.  
                                                            
36 Sentencia del Exp. N°4587-2004-AA/TC (fundamento 15) 
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137. En ese sentido, al no evidenciarse vulneración al derecho de defensa del 
demandado, no amerita declarar la invalidez de todo lo actuado, más aun 
considerando que  al  retrotraer el proceso de amparo a su etapa admisoria, se 
obligaría a las partes a transitar nuevamente por el proceso, generando con ello 
innecesarias dilaciones para resolver una controversia que como hemos 
evidenciado goza de relevancia por los efectos que tendrá en el mercado.  
138. Consideramos que al existir elementos de juicio suficientes, en virtud de los 
principios de informalidad, economía procesal y celeridad, reconocidos en el 
artículo III del Título Preliminar del Código Procesal Constitucional, corresponde 
emitir una sentencia de mérito. 
139. Como cuestión previa a ello, es de suma relevancia analizar la legitimidad para 
obrar de la parte demandante.  
140. Como es de apreciarse, el caso materia de análisis involucra derechos de los 
consumidores los cuales han sido invocados por el recurrente como afectados 
por las medidas cautelares, en específico, el derecho de propiedad y tutela 
procesal efectiva (defensa) de los consumidores. Como bien hemos explicitado 
en los puntos 17 al 41 del presente Informe, los envases al ser bienes de alta 
rotación son susceptibles de una titularidad difusa, por ello la protección sobre el 
derecho a la propiedad necesariamente va tener que otorgarse a través de una 
tutela diferenciada con reglas y/o criterios distintos a los comúnmente utilizados. 
141. En consecuencia, al admitir la existencia de esta clase de titularidad en este 
derecho, por consiguiente se admiten también que corresponde la titularidad 
difusa sobre el derecho de defensa de los consumidores. 
142. Ahora bien, con respecto a la legitimidad del demandante para accionar 
derechos de los consumidores, de acuerdo a como hemos analizado en los 
puntos 52 al 63, estaríamos frente a una legitimidad para obrar extraordinaria. 
Por lo tanto, habiéndose evidenciado el cumplimiento de los requisitos 
procesales corresponde pronunciarnos sobre el fondo del asunto. 
143. La cuestión central que plantea el presente caso consiste en establecer si la 
Quinta Sala Civil, al confirmar las medidas cautelares dictadas a favor de Backus 
mediante Resolución N° 08 de fecha 18 de mayo de 2005, ha vulnerado o no los 
derechos de propiedad y tutela procesal efectiva (defensa) de los consumidores, 




144. Para ello vemos conveniente efectuar un análisis sobre la base de los principios 
de razonabilidad y proporcionalidad reconocidos en el artículo 200° de la 
Constitución, el cual abarque no sólo la motivación de la resolución cuestionada, 
sino incluso el propio dictado de las propias medidas cautelares. 
145. Al momento de examinar el fondo de la cuestión, se evidencia que si bien en la 
Resolución Nº 08 de fecha 18 de mayo de 2005, la Quinta Sala Civil ha cumplido 
con motivar su decisión a través de la evaluación de los requisitos establecidos 
en el Artículo 611º del Código Procesal Civil para el dictado de medidas 
cautelares, se evidencia que este proceso ha sido llevado sin participación de los 
consumidores, quienes como hemos evidenciado poseen una titularidad difusa. 
Ello provoca que la motivación de la resolución cautelar carezca de valor jurídico 
y se convierta en un acto que lesione los derechos de propiedad y defensa de 
los consumidores. 
146. El derecho de propiedad se ve lesionado por la resolución cautelar en la medida 
que las medidas cautelares imponen una serie de restricciones hacia los 
consumidores finales, pues estos no van a poder usar y disponer libremente de 
sus envases que adquirieron. Por ejemplo, no podrán adquirir con sus envases 
una cerveza de la marca competidora (Ambev), toda vez que las medidas  
cautelares dictadas limitan el destino del bien. 
147. Por otro lado lesionan el derecho de defensa, el cual se proyecta como principio 
de interdicción de afrontar cualquier indefensión, al consolidar una Resolución 
que fue expedida en un proceso donde los consumidores no formaban parte del 
mismo, pese a formar parte de la relación jurídico material. 
148. Sin perjuicio de lo anterior, es preciso anotar que hemos advertido que las 
propias medidas cautelares no son acordes al principio de proporcionalidad, 
pues de una lectura literal de las pretensiones en el marco del proceso cautelar, 
se verifica que los envases cuya propiedad reclama Backus en el proceso 
principal ascienden a 88’330,000.00, mientras que los pretendidos en la solicitud 
cautelar refiere a los envases de cervezas de 620 ml en general, los cuales 
producto a la estandarización de las botellas de cerveza resultaban ser la 
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totalidad de envases existentes en el mercado cervecero peruano de este 
tiempo.37 
149. En las resoluciones que resuelven las medidas cautelares, tal situación no ha 
sido advertida, siendo que se ha dado por sentado que todas las botellas 
existentes en el mercado le pertenecen a Backus sin motivar adecuadamente 
este punto. Ello resulta preocupante sobre todo porque tal afirmación no ha sido 
alegada por Backus en el proceso principal, quien únicamente exige entre sus 
pretensiones, la propiedad de una cantidad determinada de botellas de cerveza. 
150. En este sentido, al haberse dictado medidas cautelares sobre la totalidad de los 
envases de cervezas existentes en el mercado cervecero peruano, las medidas 
cautelares son claramente excesivas y/o desproporcionadas pues como 
podemos advertir hasta este punto, inciden sobre otros envases que no son los 
reclamados por Backus. Podemos afirmar entonces que en el proceso cautelar 
se ha vulnerado el principio de razonabilidad y/o proporcionalidad, por lo tanto 
corresponde declarar fundada la demanda de amparo y en consecuencia la 
nulidad de las sentencias de primera y segunda instancia del proceso de 
cautelar (Quinta Sala Civil y el 26° Juzgado Civil de Lima, respectivamente). 
151. Ahora bien, con relación a la segunda pretensión accesoria, que busca que se 
ordene a los jueces de la Quinta Sala Civil y el 26° Juzgado Civil de Lima, 
abstenerse de dictar nuevas resoluciones que importen una reiteración del 
agravio o de uno similar, consideramos que el pedido ha sido formulado de 
forma deficiente por el recurrente, pues por los hechos narrados en la demanda 
se advierte que lo que se busca en realidad es que los consumidores participen 
dentro del proceso donde se discute sobre su derecho de propiedad de los 
envases, pues de otro modo el proceso principal para la declaración de la 
propiedad sobre los envases seguirá su curso y se llevará a cabo sin la 
participación de los consumidores. Por ello, consideramos, en virtud del principio 
de suplencia de queja deficiente, que corresponde adecuar la pretensión del 
recurrente en este extremo para efectos de brindar una mayor protección a los 
derechos que invoca el demandante. 
152. De acuerdo al Tribunal Constitucional, el principio de suplencia de queja 
deficiente comprende lo siguiente: 
                                                            
37 A inicios de  1970 las tres grandes fabricantes  de cerveza de este tiempo acordaron la estandarización 




“Tal facultad es otorgada a los jueces constitucionales en nuestro 
ordenamiento jurídico, para adecuar su pretensión a fin de otorgar 
protección constitucional al quejoso, en aquellos casos en los que se 
advierta un error o una omisión en el petitorio. 
Así, a diferencia de los jueces ordinarios, quienes en la mayoría de los 
casos mantienen una vinculación rígida con la ley, el deber de suplir los 
actos defectuosos es exigible  ineludiblemente en el caso del juez 
constitucional, debido al deber especial de protección de los derechos 
fundamentales que informa los procesos constitucionales.”(Resaltado 
nuestro)38 
153. En esta ocasión, se puede evidenciar de las manifestaciones del propio 
recurrente en sus escritos de demanda y apelación, que su disconformidad se 
centra en el hecho de que se haya llevado en un proceso tramitado sin la 
participación de los consumidores. Así lo ha reiterado cuando señala 
expresamente lo siguiente:  
“(…) han consolidado una resolución judicial firme que les impide utilizar 
libremente los envases de cerveza de su propiedad, pero lo han hecho 
en un proceso judicial en el que ningún consumidor, ni ningún 
representante de este colectivo difuso ha sido citado para 
manifestar su posición- y que ésta sea escuchada- respecto a la 
afectación de su derecho de propiedad”39 
154. Ello también se corrobora cuando señala lo siguiente: 
 
“(…) Absolutamente al margen de lo que ahí se discute, lo único que 
persigo es, en primer lugar, que se respete mi derecho a no verme 
afectado con decisiones que corresponden a un proceso en el que 
no participo y, en segundo lugar, evitar que se afecte ilegalmente mis 
derechos de propietario (y los de los consumidores en general) sobre 
los envases de cerveza de 620ml que libremente he adquirido.”40 
155. Por lo tanto, en virtud al principio de suplencia de queja deficiente, el cual faculta 
al juez a prescindir de la calificación que el demandante realiza sobre los hechos 
para efectos de tutelar de forma eficaz el derecho afectado (Landa, 2018, pg. 
                                                            
38 Sentencia recaída en EXP. N.° 0569-2003-AC/TC (fundamento 3). 
39  Escrito de demanda de fecha 12 de julio de 2005. 
40 Escrito de apelación de fecha 24 de agosto de 2005. 
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70), y en virtud al principio pro consumidor, es preciso ordenar publicar una 
síntesis de la demanda presentada por Backus en el proceso seguido para la 
declaratoria de la propiedad de los envases, así como de la solicitud cautelar, en 
el Diario Oficial “El Peruano” o en otro diario que publique avisos judiciales del 
correspondiente distrito judicial, para efectos de que se ponga en conocimiento 
de los consumidores de la realización y estado del referido proceso judicial, a fin 
de que estos puedan comparecer en el proceso judicial. 
156. Cabe señalar que la incorporación de los consumidores dentro del proceso 
judicial en trámite, deriva de la voluntad implícita del recurrente tal y como se ha 
logrado verificar de sus alegaciones. De ninguna manera configura una 
afectación al principio de congruencia procesal, ya que como hemos advertido, 
no estamos partiendo de una libre interpretación sino que nuestra posición se 
encuentra sustentada en las propias alegaciones del recurrente. 
157. En virtud a  todo lo expuesto, corresponde declarar fundada la demanda de 
amparo planteada por el recurrente y declarar la nulidad de la Resolución N° 08 
y Resolución N° 1, expedidas en el proceso cautelar por la Quinta Sala Civil de 
la Corte Superior de Lima, y el 26° Juzgado Civil de Lima, respectivamente, por 
lesionar los derechos de propiedad y defensa de los consumidores. Corresponde 
que se ordene publicar la demanda presentada por Backus en el Diario Oficial 
“El Peruano”, o en otro diario que publique avisos judiciales del correspondiente 
distrito judicial para efectos de que se ponga en conocimiento de los 
consumidores de la controversia suscitada, y de ser el caso, se le incorpore a 
alguna parte procesal en defensa de los derechos de los consumidores en el 
proceso judicial en trámite de acuerdo al artículo 82º del Código Procesal Civil. 




 El  proceso de amparo interpuesto por el recurrente  contra la Resolución N° 08 de 
segunda instancia expedida por la Quinta Sala Civil en el marco del proceso 
cautelar, que resuelve confirmar el dictado de las medidas cautelares a favor de la 
empresa Backus, debió ser declarado procedente en tanto se trata de una 
resolución judicial “firme”, de acuerdo a lo exigido en el artículo 4° del Código 
Procesal Constitucional. El hecho de que derive de un proceso cautelar no es 
impedimento para su cuestionamiento a través de un proceso de amparo, pues 
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incluso en el marco de esta clase de procesos se puede vulnerar derechos 
fundamentales. 
 
 La naturaleza de los bienes sobre los cuales recae la propiedad invocada por el 
recurrente (bienes genéricos y fungibles) y su dinámica dentro del mercado 
cervecero hacen que estos envases sean pasibles de ser adquiridos por los 
consumidores. En el presente Informe hemos logrado evidenciar  que en ciertas 
circunstancias existe una titularidad difusa sobre la propiedad de los envases de 
cerveza, que surge a raíz de la alta rotación a la que son sometidos estos bienes 
dentro del mercado, por lo tanto, al ser posible que los consumidores se conviertan 
en propietarios de los envases, existe un legítimo interés que merece ser tutelado. 
 
 Como consecuencia de lo anterior, al existir sobre los consumidores un derecho de 
propiedad, por consiguiente existe el derecho a la defensa del mismo. Sobre este 
aspecto, podemos concluir que en el caso en concreto el derecho de defensa se 
ha visto vulnerado, ya que se venía discutiendo en un proceso judicial la titularidad 
del derecho de propiedad sin la participación de los consumidores. Dicha omisión 
por parte de los jueces, dejó a los consumidores desprovistos de ejercer una 
defensa en el proceso. 
 
 En relación a la legitimación procesal, cuando en el Artículo 40° del Código 
Procesal Constitucional se refiere a intereses difusos en realidad contiene un 
supuesto de legitimación procesal activa extraordinaria en la medida que cualquier 
sujeto sin importar si forma parte del colectivo está legitimado a accionar la 
jurisdicción constitucional. En ese sentido, en el caso en concreto, el señor Daniel 
Córdova Cayo se encuentra legitimado a actuar dentro del proceso alegando la 
vulneración de los derechos de los consumidores. 
 
 Con relación a los pronunciamientos de primera y segunda instancia en el proceso 
de amparo, debemos concluir señalando que estos contienen serios vicios en su 
motivación, ya que al momento de pronunciarse sobre los presupuestos 
procesales no han expresado adecuadamente sus razones y/o fundamentos: 
  
 La Cuarta Sala Civil se equivoca al señalar que la existencia de un “proceso 
regular” supone únicamente un respeto a las garantías formales del 
proceso, pues el “proceso regular” o también denominado “debido proceso” 
posee una doble dimensión: formal y sustantiva, que comprende la el 
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respeto a cualquier clase de derecho fundamental, y no solamente a los de 
índole procesal. 
 La Sala de Derecho Constitucional y Social de la Corte Suprema se 
equivoca al señalar que el amparo no es procedente contra lo ordenado en 
una medida cautelar por no ser firme ni definitiva, ya que la firmeza exigida 
en el Artículo 4° del Código Procesal Constitucional para las resoluciones 
judiciales es un concepto que no se encuentra vinculado a la variabilidad de 
las medidas cautelares. Mientras que la firmeza se refiere a la condición 
que adquiere una resolución judicial dentro de su trámite procedimental, la 
variabilidad se refiere a una cualidad de las medidas cautelares. 
 Asimismo, los pronunciamientos de la Cuarta Sala Civil y la Sala de la Corte 
Suprema contienen defectos de motivación al momento de fundamentar la 
ausencia de una manifiesta vulneración a los derechos constitucionales 
invocados, incurriendo en una motivación insuficiente y motivación 
aparente, respectivamente. Ello en la medida que su motivación no 
contiene un mayor análisis al respecto. 
 
 Como consecuencia de lo anterior, ambas instancias en el proceso de amparo han 
declarado de forma impertinente el rechazo de plano de la demanda, afectando 
con ello los derechos invocados por el recurrente (el derecho de propiedad y 
derecho de defensa de los consumidores).  
 
 Por otra parte, el pronunciamiento del Tribunal Constitucional que resuelve el 
recurso de agravio constitucional también contiene defectos en su motivación, ya 
que al momento de declarar la improcedencia de la demanda de amparo 
fundamentó su decisión en la ausencia de etapa probatoria del proceso de amparo 
para dilucidar la titularidad del derecho de propiedad invocado; cuando en realidad 
nada impide que los medios probatorios de actuación inmediata ofrecidos por el 
demandante (como por ejemplo lo es la Sentencia del Tribunal Nº 3315-2004-
AA/TC en el caso Agua Pura Rovic S.A.C.) puedan actuarse al momento de 
calificar la demanda.  
 
 Asimismo, el Tribunal Constitucional pese a descalificar el extremo referido al 
derecho de propiedad, no ha actuado de la misma forma con respecto al derecho 





 El Tribunal pretende exigir actuaciones al recurrente y a los consumidores en el 
proceso, cuando el propio proceso judicial no fue de conocimiento público para los 
mismos. Ello se denota cuando señala en su sentencia que por no haber 
impugnado la denuncia civil y por no haber comparecido en el proceso, es 
improcedente el pedido.   Por tal motivo, consideramos que al advertirse estas 
deficiencias en el razonamiento del Tribunal, se ha hecho un incorrecto uso del 
rechazo liminar, afectando con ello el derecho al acceso a la justicia de los 
consumidores. 
 
  Para un mejor resolver, consideramos que el Tribunal debió de advertir como 
cuestión previa: (i) la tramitación del proceso en clave colectiva con la participación 
de los consumidores como partes dentro del proceso, (ii) la trascendencia social de 
la decisión en el mercado cervecero, y, (ii) la viabilidad de evaluar la titularidad de 
los derechos invocados. 
 
 Asimismo, como hemos desarrollado, a nuestro juicio, se contaban con suficientes 
medios probatorios, por lo tanto el Tribunal Constitucional debió resolver sobre el 
fondo de la controversia en virtud de los principios de informalidad, economía 
procesal y celeridad, reconocidos en el artículo III del Título Preliminar del Código 
Procesal Constitucional.  
 
 En este pronunciamiento sobre el fondo, el Tribunal Constitucional debió analizar 
la razonabilidad y proporcionalidad de las medidas cautelares dictadas en el 
proceso cautelar, pues como ha podido verificarse las medidas cautelares no 
cumplían con el principio de proporcionalidad reconocido en el artículo 200° de la 
Constitución, al ir dirigido a número mayor de envases de los reclamados en el 
proceso principal.  
 
 Asimismo, para efectos de brindar una mayor protección a los derechos de los 
consumidores, el Tribunal Constitucional contaba con la facultad de adecuar la 
segunda pretensión accesoria de la demanda, en virtud del principio de suplencia 
de queja deficiente, y ordenar la publicación de la demanda presentada por Backus 
en el Diario “El Peruano” u otro medio, pues si lo que buscaba era que el  proceso 
no sea llevado a espalda de los consumidores es preciso darle publicidad para que 
se pueda garantizar una efectiva defensa de los consumidores dentro del proceso, 




 Como reflexión aparte, es necesario advertir que el proceso tal y como se 
encuentra diseñado no resulta suficiente para la tutela de derechos colectivos, por 
ello es que, en el presente caso, se hace necesario el recurrir a los principios 
procesales para evitar que las formalidades y la propia estructura del proceso 
constitucional puedan llegar a desnaturalizar sus fines, que son garantizar la 
primacía de la Constitución y la vigencia de los derechos fundamentales. Por ello, 
urge que en nuestro ordenamiento se implemente un proceso colectivo que 
contemple aspectos procesales en el marco de una tutela diferenciada para que en 
esta clase de derechos y otros de naturaleza supraindividual (difusos, colectivos e 
individuales homogéneos) puedan gozar de una tutela jurisdiccional efectiva. 
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